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Época: Décima Época  
Registro: 2022495  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.1o.P.A.22 K (10a.)  
 
VISTA AL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. RESPECTO DE ACTOS REALIZADOS DURANTE LA 
TRAMITACIÓN DEL JUICIO CONSTITUCIONAL QUE PODRÍAN RESULTAR CONSTITUTIVOS DE 
LOS DELITOS TIPIFICADOS EN EL ARTÍCULO 261 DE LA LEY DE AMPARO, DEBE HACERSE 
AL DICTARSE LA SENTENCIA O RESOLVERSE EL RECURSO DE REVISIÓN [INTERPRETACIÓN 
DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 13/2017 (10a.)]. 
 
Si bien es cierto que de conformidad con la jurisprudencia citada, sustentada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, en la página 5 del Libro 45, Tomo I, agosto de 2017, Décima Época, con número de 
registro digital: 2014917, los juzgadores de amparo están obligados a dar vista al Ministerio Público 
Federal ante el conocimiento de actos realizados durante la tramitación del juicio constitucional que 
podrían resultar constitutivos de los delitos especiales tipificados en el artículo 261 de la Ley de 
Amparo, a fin de que la representación social investigue de inmediato, no menos lo es que tal vista no 
debe hacerse al momento en que se presente la solicitud del inconforme, independientemente de la 
etapa en que se esté tramitando la acción constitucional, sino que ello debe ocurrir una vez que se 
haya resuelto el fondo del asunto, ya sea al dictarse la sentencia de amparo o resolverse el recurso de 
revisión, en razón de que, al hacer una interpretación de la jurisprudencia referida, así como del 
artículo 222 del Código Nacional de Procedimientos Penales se colige que para considerar que el 
órgano de control constitucional de primera instancia o el tribunal revisor tiene conocimiento de los 
actos presuntamente delictivos señalados, debe esperarse al pronunciamiento de la resolución 
definitiva, pues de no de hacerlo así se emitiría un juicio de valor anticipado, es decir, se estaría 
prejuzgando. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022494  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.11o.C.37 K (10a.)  
 
TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. TIENEN ESE CARÁCTER LAS DEMÁS 
PARTES EN EL JUICIO DEL ORDEN CIVIL DE DONDE PROVIENE EL ACTO RECLAMADO, 
CUANDO LA PARTE QUEJOSA ES TERCERA EXTRAÑA O TERCERA POR EQUIPARACIÓN. 
 
De la intelección del artículo 5o., fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, se advierte que cuando la 
parte quejosa se ostenta como tercero extraña o por equiparación, entonces, todas las demás partes 
en el juicio del orden civil de donde proviene el acto reclamado tendrán un interés en contrario, con 
independencia de que pudieran tener la calidad de codemandados, ya que puede acontecer que se 
encuentren interesados en que quede firme alguna actuación o situación de hecho o de derecho o 
alguna resolución firme, o por la circunstancia de que los actos reclamados dejen de producir sus 
efectos, lo que podría dar lugar a que el actor pueda insistir y reiterar sus reclamaciones en su contra; 
situación que los legitima para reconocer su carácter de terceros interesados para que en la instancia 
constitucional tengan la oportunidad de invocar los derechos que pudieran asistirles con relación a los 
actos reclamados o, en su caso, alegar y probar en su favor la constitucionalidad del acto o actos 
impugnados; lo que es acorde con las consideraciones contenidas en la ejecutoria que dio origen a la 
jurisprudencia 1a./J. 63/2001, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: "TERCERO PERJUDICADO EN LOS AMPAROS DEL ORDEN CIVIL PROMOVIDOS POR 
EXTRAÑOS AL PROCEDIMIENTO. DEBE RECONOCERSE ESE CARÁCTER AL DEMANDADO EN 
EL JUICIO DE DONDE DERIVA EL ACTO O LA RESOLUCIÓN RECLAMADOS." 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022493  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.11o.C.46 K (10a.)  
 
TERCERO INTERESADO. CUANDO EL QUEJOSO ES PARTE EN EL JUICIO DE ORIGEN, SÓLO 
PUEDE TENER ESE CARÁCTER QUIEN SEA SU CONTRAPARTE. 
 
De conformidad con el artículo 5o., fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, cuando el acto 
reclamado derive de un juicio o una controversia del orden judicial, administrativo, agrario o del trabajo, 
el carácter de tercero interesado le asiste a la parte contraria del quejoso o si éste no es parte en el 
juicio de donde derivan los actos reclamados, el tercero interesado será la parte –en la controversia de 
origen– que tenga un interés contrario al de aquél. Como se observa, el artículo citado no prevé la 
posibilidad de que el carácter de tercero interesado en el juicio de amparo pueda asistirle a cualquier 
persona que tenga un interés contrario al quejoso derivado de la relación alegada, pues claramente la 
porción normativa establece como condición para reconocer a una persona con el carácter de tercero 
interesado, que ésta sea parte en el juicio de donde procede el acto reclamado y sólo derivado de esa 
circunstancia es que el juzgador de amparo deberá determinar cuándo esa persona tiene un interés 
contrario al del quejoso para poderle otorgar legitimación como tercero interesado. De manera que tal 
carácter no puede establecerse en forma arbitraria o anárquica, sino que debe atenderse a la 
naturaleza del acto reclamado y al juicio de origen de donde deriva a fin de establecer conforme a las 
diversas hipótesis previstas, a quién le asiste el carácter de tercero interesado. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022492  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.1o.P.A.30 A (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA PARA QUE SE 
REINSCRIBA A UN ALUMNO SIN PREVIO PAGO A UNA LICENCIATURA DE LA UNIVERSIDAD 
AUTÓNOMA DE CHIHUAHUA, POR CONSTITUIR LA EDUCACIÓN SUPERIOR GRATUITA Y 
OBLIGATORIA UN DERECHO CONSTITUCIONAL. 
 
Resulta procedente conceder la suspensión provisional contra los efectos del cobro de la cuota que 
condiciona al quejoso su inscripción a un ciclo escolar, en una licenciatura de la Universidad Autónoma 
de Chihuahua, para que se le reinscriba sin previo pago y continúe sus estudios, ingrese a clases y se 
le practiquen los exámenes correspondientes, ya que dicha medida cautelar no contraviene el artículo 
131 de la Ley de Amparo, pues si bien es cierto que la reforma constitucional en materia educativa, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el quince de mayo de dos mil diecinueve, decreta como 
obligatoria la educación superior y que ésta deberá ser garantizada por los Estados, quienes 
paulatinamente tendrán que realizar las adecuaciones necesarias para tal cumplimiento, también lo es 
que la suspensión no constituye un derecho que el alumno no haya adquirido, pues el derecho a la 
educación superior gratuita y obligatoria ya está inmerso en la propia Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 3o., primer párrafo y fracción IV. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022491  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXIII.1o.1 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO. PARA VERIFICAR SU PROCEDENCIA, DEBE 
REALIZARSE LA SUMATORIA DE LAS MEDIAS ARITMÉTICAS DE LAS PENAS DE PRISIÓN QUE 
CORRESPONDAN A LOS DELITOS POR LOS QUE SE VINCULÓ A PROCESO Y CORROBORAR 
QUE NO REBASE EL LÍMITE DE CINCO AÑOS. 
 
De los artículos 192, fracción I y 193 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se desprende 
que la pauta para acceder a la solución alterna de suspensión condicional del proceso, la otorga la 
emisión del auto de vinculación a proceso, el cual, conforme lo dispone el artículo 318 del propio 
ordenamiento, es el que establece el hecho o los hechos delictivos sobre los que se continuará el 
proceso o se determinarán las formas anticipadas de su terminación, la apertura o el sobreseimiento. 
Ahora, del segundo párrafo del artículo 199 del Código Nacional de Procedimientos Penales, se 
obtiene que la salida alterna de suspensión condicional del proceso, tiene como objetivo concluir el 
conflicto penal de manera total, es decir, sin necesidad de imponer una pena de prisión; ello, mediante 
el cumplimiento por parte del imputado del plan de reparación del daño y de las condiciones indicadas 
por el Juez de Control; de esta manera, el conflicto concluirá sin necesidad de imponer una pena de 
prisión y se decretará en consecuencia el sobreseimiento total en la causa, el cual tendrá efectos de 
una sentencia absolutoria, al disponerlo así el artículo 328 del cuerpo de normas en cita, es decir, con 
el propósito de evitar la posibilidad de resentir los efectos de la justicia restrictiva, principalmente que 
se le imponga una pena corporal, el imputado acepta los hechos de la imputación. En ese contexto, si 
en la fracción I del artículo 192 del Código Nacional de Procedimientos Penales, el legislador dispuso 
como requisito para acceder a la medida alterna de la suspensión condicional del proceso que el auto 
de vinculación a proceso del imputado se haya dictado por un delito cuya media aritmética de la pena 
de prisión no exceda de cinco años, la interpretación sistemática y teleológica de la norma, conlleva 
que en el análisis del cumplimiento de esa exigencia, el Juez considere la totalidad de los hechos 
delictivos por los que se decretó el auto de vinculación al proceso y verificar entonces, si la sumatoria 
de las medias aritméticas que correspondan a cada ilícito, no rebasa el límite de cinco años. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022489  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XVII.1o.P.A.3 CS (10a.)  
 
SERVICIO MÉDICO ASISTENCIAL DE PENSIONES CIVILES DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL 
ARTÍCULO 1 DEL MANUAL DE PROCEDIMIENTOS DE ESTUDIOS SOCIOECONÓMICOS PARA 
LA AFILIACIÓN DE BENEFICIARIOS, AL EXIGIR MAYORES REQUISITOS AL CÓNYUGE VARÓN 
QUE A LA MUJER, VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD JURÍDICA Y A 
LA NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO. 
 
Del precepto citado se advierte que pueden ser beneficiarios de un asegurado, entre otros, el esposo, 
para efectos de la prestación del servicio médico asistencial, siempre que aquél se apersone ante el 
Departamento de Afiliación y Vigencia para llenar y entregar el formato de solicitud que al efecto le 
proporcione alguno de los trabajadores sociales adscrito a esa área; es decir, condiciona el derecho al 
servicio médico del cónyuge varón a que se solicite su afiliación mediante una solicitud de estudio 
socioeconómico que permita demostrar que es dependiente económico de su esposa, sin que exija 
ese requisito para la mujer. Por tanto, al no justificar el texto del artículo 1 del manual citado este trato 
distinto en otra razón que no sea exclusivamente la diferencia de género, proscrita por el orden 
fundamental, viola los derechos fundamentales a la igualdad jurídica y a la no discriminación por razón 
de género, previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022485  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común, Civil)  
Tesis: I.11o.C.123 C (10a.)  
 
REMATE. LA ORDEN DE ESCRITURAR EL INMUEBLE ADJUDICADO CONSTITUYE LA ÚLTIMA 
RESOLUCIÓN DICTADA EN ESA ETAPA, CONTRA LA CUAL PROCEDE EL AMPARO 
INDIRECTO, SIN QUE SEA NECESARIA UNA RESOLUCIÓN ADICIONAL QUE HAGA EFECTIVO 
EL APERCIBIMIENTO DE SUSCRIBIR LA ESCRITURA DE ADJUDICACIÓN ANTE LA REBELDÍA 
DEL EJECUTADO, O ÉSTE LO HAGA VOLUNTARIAMENTE. 
 
Conforme a lo considerado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
ejecutoria que recayó a la contradicción de tesis 74/2015, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
13/2016 (10a.), la última resolución de la etapa de remate, la constituye, en forma indistinta, la orden 
de: 1) escrituración; o, 2) entrega del bien inmueble rematado; las cuales son consecuencias 
connaturales del acto de adjudicación y basta que se emita una sola de ellas para considerar 
actualizada la última resolución del remate bajo la interpretación más acorde al derecho de tutela 
judicial efectiva reconocido en los artículos 17 de la Constitución General y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Sin que dicho órgano colegiado haya establecido que para la 
integración del supuesto consistente en la orden de escrituración del inmueble rematado resulte 
necesario que el Juez de origen emita una resolución adicional que haga efectivo el apercibimiento de 
suscribir la escritura de adjudicación ante la rebeldía del ejecutado, o éste lo haga voluntariamente, 
momento en el cual la orden de escrituración se tornaría en la última y definitiva resolución a que se 
refiere la jurisprudencia citada, ya que basta la referida orden de escrituración para que conforme a lo 
dispuesto por el artículo 107, fracción IV, párrafo tercero, de la Ley de Amparo, resulte procedente el 
juicio de amparo indirecto. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022484  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Común)  
Tesis: II.2o.P.97 P (10a.)  
 
RECURSOS EN EL AMPARO EN MATERIA PENAL INTERPUESTOS POR PERSONAS PRIVADAS 
DE LA LIBERTAD Y SIN DEFENSOR. LA CORRECCIÓN DEL ERROR EN SU DENOMINACIÓN O 
CITA DE PRECEPTOS EN QUE INCURRAN AL PROMOVERLOS, NO IMPLICA SUSTITUCIÓN 
POR EL ÓRGANO REVISOR, SINO UN CRITERIO DE EXCEPCIÓN RACIONALMENTE 
JUSTIFICABLE, A FIN DE GARANTIZAR EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 
 
Si bien es cierto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación precisó la regla de que en el juicio de 
amparo no se faculta a los órganos revisores a variar, modificar o constituir la vía de los medios de 
impugnación propuestos, sustituyéndose así al deber procesal de las partes involucradas y legitimadas 
para hacerlos valer en su caso, también lo es que la misma Suprema Corte, y en especial la Primera 
Sala, ha desarrollado criterios que revelan una doctrina jurisprudencial más reciente y, sobre todo, 
tendente a reconocer que debe exigirse el garantizar el acceso a la justicia y debido proceso de 
quienes en condiciones de privación de la libertad no cuentan con asesoría jurídica, la cual no puede 
ser sustituida ni siquiera bajo la figura de la suplencia de la queja, debido a que abarca el ofrecimiento 
y desahogo de pruebas, ni el ejercicio oportuno y fundamentado de derechos y medios de 
impugnación. Un ejemplo de ello, son los actuales criterios que exigen a los Jueces de amparo 
asegurarse, desde el inicio del juicio seguido en materia penal, que las personas privadas de la libertad 
cuenten con asesoría jurídica no sólo formal, sino incluso materialmente técnica; comprobando que el 
defensor acredite estar capacitado para el legal desempeño del cargo. Del mismo modo, se ha 
determinado que la impugnación se torne procedente, aun cuando se haga oralmente al momento de 
la notificación, a pesar de no cumplir con las formalidades que, como regla general, exige la Ley de 
Amparo, como por ejemplo, la presentación y formulación por escrito de los recursos y agravios. 
Derivado de todo esto, este tribunal ha sostenido que, a fin de no hacer nugatorio ese reconocimiento 
de supuestos de excepción, propios de la materia penal y de integrantes de grupos vulnerables; y más 
concretamente, respecto de quien se encuentra privado de la libertad y sin defensor que le patrocine, 
en su carácter de órgano revisor, no sólo puede, sino que debe ser sensible a la existencia de casos 
excepcionales en los que dichos quejosos intentan interponer el recurso correspondiente contra la 
resolución que se les notifique, y se advierta que, precisamente, esa falta de asesoría y 
desconocimiento de los aspectos y fundamentos técnicos del derecho y del procedimiento de amparo 
en particular, les lleve a omitir o confundir la cita de preceptos o fundamentos, o bien, a mencionar 
denominaciones incorrectas de los medios de impugnación y su fundamento real, pues se hace 
evidente que se trata de un error esencial del nombre o precisión técnica del recurso que se hizo valer 
en tiempo al manifestar coloquialmente su inconformidad con la resolución notificada y, con ello, su 
deseo de que el órgano superior lo revise ante su expectativa personal de derecho. Por tanto, en tales 
hipótesis de estricta excepción, no se produce una sustitución por el órgano revisor, sino una 
elemental corrección del error (racionalmente justificable), proveniente de quien se encuentra en 
condiciones donde no resulta razonable exigir detalles técnicos a quien no puede hacerlo, lo que 
implicaría negar el derecho de acceso a la justicia con transgresión a los principios consagrados en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022482  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común, Civil)  
Tesis: I.11o.C.108 C (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN. EL AUTO POR EL QUE EL JUEZ LO ADMITE NO CONSTITUYE UN 
ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, POR LO QUE EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Los recursos verticales o de alzada en los juicios civiles y familiares son la apelación y la queja; su 
característica principal es que su conocimiento y resolución corresponde a un tribunal de instancia 
superior del juzgador que emitió la resolución materia de la impugnación. Conforme a la doctrina 
procesal, el tribunal de segunda instancia es quien tiene la jurisdicción originaria para resolver la 
controversia de que se trata, pero la delega en un juzgador de primer grado quien, por virtud de ello, se 
encargará de sustanciar el proceso y emitir una resolución que dirima la contienda. Ahora bien, el 
acuerdo a través del cual el Juez de origen admite el recurso de apelación no puede adquirir el estatus 
de firmeza y menos vincular al tribunal de alzada a resolver en el fondo el aludido recurso. Ello, pues 
conforme a lo previsto en el artículo 693 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, el Juez de primera instancia sólo realiza los actos preliminares 
para enviar el recurso al tribunal de alzada, pero es éste quien, una vez que tiene por radicada la 
apelación, decide con plenitud de jurisdicción sobre la procedencia de este recurso, toda vez que el 
Juez de origen sólo la admitirá sin sustanciación alguna si fuere procedente, siempre que en el escrito 
se hayan hecho valer los agravios respectivos; ordenará se forme el testimonio de apelación 
respectivo con todas las constancias que obren en el expediente que se tramita ante él; dará vista a la 
parte apelada, para que en el término de tres días conteste los agravios si se tratare de auto o 
sentencia interlocutoria, y de seis días si se tratare de sentencia definitiva; transcurridos los plazos 
señalados, sin necesidad de rebeldía y se hayan contestado o no los agravios, se remitirán al tribunal 
de alzada, conjuntamente con el testimonio de apelación o los autos originales según corresponda. Por 
su parte, el tribunal de apelación, al recibir las constancias, revisará si ésta fue interpuesta en tiempo y 
calificará, si se confirma o no el grado en que se admitió por el Juez. De acuerdo con la mecánica que 
se comenta, la admisión del recurso de apelación por el Juez de origen, al no ser un acto definitivo, no 
afecta materialmente los derechos sustantivos de las partes, por lo que no constituye un acto de 
imposible reparación que haga procedente el juicio de amparo indirecto, pues la admisión definitiva y 
su calificación de grado corresponde al tribunal de alzada. Por tanto, es necesario que exista el 
pronunciamiento de la alzada para que, en todo caso, se evidencie que el grado de admisión del 
recurso pudiera generar una afectación material a los derechos sustantivos de la parte quejosa. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022481  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.5o.C.59 C (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN. EL JUEZ CARECE DE ATRIBUCIONES PARA DESECHARLO DE 
PLANO ANTE LA INCERTIDUMBRE DE LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA DEL ESCRITO 
RELATIVO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
 
De la interpretación literal, sistemática y funcional de los artículos 82, 269, 427, 428, 437, 438 y 439 del 
Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, se desprende que en los juicios del orden civil 
los Jueces no admitirán recursos notoriamente frívolos o improcedentes, y tratándose del recurso de 
apelación podrán desecharlo de plano cuando el escrito es extemporáneo o no se satisfagan los 
requisitos que prevé el citado artículo 427, fracciones I y III, de lo que deriva que no corresponde en 
exclusiva al tribunal de alzada la facultad de decidir la admisibilidad o no de dicho recurso al hacer la 
calificación de grado correspondiente; sin embargo, cuando a criterio del juzgador de origen exista una 
situación particular que le genera, objetivamente, incertidumbre o duda razonable de que algún 
presupuesto o formalidad de procedencia del recurso de apelación no se encuentra cabalmente 
satisfecho, no podrá desecharlo de plano, sino que conforme al artículo 82 del citado ordenamiento 
deberá decretar, para mejor proveer, la diligencia legalmente permisible y que resulte idónea para 
estar en condiciones de determinar lo procedente, congruente con el principio pro persona consagrado 
en el artículo 1o. de la Constitución General de la República, al privilegiar el criterio que brinda una 
posibilidad mayor al justiciable de tener acceso al recurso que considera pertinente para la defensa de 
sus derechos; de manera que, ante la incertidumbre de la autenticidad de la firma que calza el escrito 
por el que se interpone el recurso, deberá prevenirse al promovente para que ante la presencia judicial 
y con los apercibimientos legales procedentes, manifieste si ratifica o no la firma relativa, y si el 
juzgador lo considera necesario podrá ordenar el desahogo de la prueba pericial en caligrafía o 
grafoscopia para verificar la autenticidad o no de la firma estampada en el escrito de apelación, en 
virtud de que la procedencia del recurso es una cuestión de orden público y de interés social que 
protege los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica consagrados en los artículos 14 
y 16 constitucionales; de ahí que el Juez carece de atribuciones para desechar de plano el recurso de 
apelación ante la incertidumbre de la autenticidad de la firma del escrito relativo. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022480  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.109 C (10a.)  
 
PRUEBA DOCUMENTAL EN UNA CONTROVERSIA DEL ORDEN CIVIL FEDERAL. SU EFICACIA 
PROBATORIA NO NECESARIAMENTE ES LA MISMA PARA LA ACCIÓN PRINCIPAL QUE PARA 
DEMOSTRAR LAS EXCEPCIONES OPUESTAS EN LA RECONVENCIÓN, MÁXIME SI EN ÉSTA 
FUE EXPRESAMENTE DESECHADA AQUÉLLA. 
 
Si la parte actora ofreció una prueba documental con su demanda, por ese motivo debe tenerse como 
documento probatorio, pero éste sólo tiene el alcance para acreditar los extremos de la acción principal 
intentada, en términos del artículo 323 del Código Federal de Procedimientos Civiles, sin que 
establezca que los documentos base de la acción principal pueden tener también como finalidad 
acreditar las excepciones y defensas que se opongan al contestar la reconvención; máxime que 
ambas acciones implican dos juicios diferentes que se tramitan en un solo expediente, como se 
advierte del artículo 333 del mismo ordenamiento, cuando dispone que la reconvención deberá 
tramitarse en los mismos términos que la acción principal. Además, si en el curso del procedimiento, 
esa documental fue desechada en el juicio principal, sí trasciende al juicio por lo que toca a la 
reconvención, pues si bien es cierto que la acción principal y la reconvención se tramitan en un mismo 
expediente, también lo es que, al tratarse de acciones distintas, deben resolverse de forma 
independiente o separada, en términos del artículo 352 del propio código. Luego, si no se reconoció a 
esa documental como prueba en la reconvención, entonces, no es procedente que el juzgador la 
valore como tal para desestimar la reconvención, pues no se cumple con los supuestos previstos en 
los artículos 79 y 198 del citado ordenamiento procesal civil federal. Ahora bien, la validez de la prueba 
se rige por requisitos intrínsecos y extrínsecos; los primeros atañen al medio mismo utilizado en cada 
caso, incluyendo su objeto; los segundos se refieren a las circunstancias que existen separadas del 
medio de prueba, pero que se relacionan con él y lo complementan; entre ellos, la oportunidad 
procesal o ausencia de preclusión, las formalidades procesales que rigen para la fase de producción, 
como es el principio de inmediación, para lo cual debe revisarse su cumplimiento, para su asunción y 
valoración. Así, para la eficacia de la prueba, deben cumplirse las formalidades que la rigen, y 
conforme al principio de inmediación es indispensable que el Juez deba resolver primero sobre su 
admisibilidad, pues tal principio contribuye a la autenticidad, la seriedad, la oportunidad, la pertinencia 
y la validez de la prueba pues, de lo contrario, el debate probatorio se convertiría en una lucha privada 
y la prueba dejaría de tener el carácter de acto procesal de interés público. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022479  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.207 A (10a.)  
 
PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. SE TRANSGREDE CUANDO POR LOS MISMOS HECHOS SE 
SANCIONA A UN ELEMENTO DE LA POLICÍA FEDERAL EN DOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS-DISCIPLINARIOS SUSTANCIADOS, UNO, CON BASE EN LA LEY FEDERAL 
DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS ABROGADA Y, 
OTRO, EN LA LEY DE LA POLICÍA FEDERAL Y SU REGLAMENTO. 
 
Hechos: Se sancionó a un elemento de la Policía Federal en dos procedimientos administrativos-
disciplinarios diferentes, uno sustanciado por el Órgano Interno de Control en la Policía Federal, en 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 
abrogada, y otro por el Consejo Federal de Desarrollo Policial de la propia corporación, de conformidad 
con la Ley de la Policía Federal y su reglamento. El afectado promovió juicio de amparo contra la 
resolución del segundo procedimiento, por transgredir el principio non bis in idem, al señalar que se le 
había sancionado por los mismos hechos que en el primero, argumento con el cual se le concedió la 
protección de la Justicia Federal. Contra dicha determinación la autoridad responsable promovió 
recurso de revisión, en donde adujo que es inaplicable el principio señalado, ya que las sanciones 
tienen ámbito de aplicación de diversa índole, pues el órgano interno de control sanciona a la persona 
como servidor público y el consejo federal como policía. 
 
Criterio Jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si por los mismos hechos se 
sanciona a un elemento de la Policía Federal, en los dos procedimientos administrativos mencionados, 
se transgrede el principio non bis in idem, contenido en el artículo 23 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: Lo anterior, porque a los miembros de la Policía Federal les resulta aplicable tanto el 
régimen general de responsabilidades previsto en la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos abrogada, como su régimen disciplinario específico, 
previsto en la Ley de la Policía Federal y su reglamento, pues dichos ordenamientos comparten 
naturaleza administrativa-disciplinaria y tienen como finalidad regular la actuación de los servidores 
públicos, lo cual, en el caso de la ley y del reglamento indicados en segundo término, se enfoca a los 
elementos de la corporación policial señalada, y entre sus disposiciones se encuentran las normas de 
carácter sancionatorio que enuncian las conductas que se consideran constitutivas de irregularidades 
o infracciones, así como sus sanciones, y cuya función –en esa parte– es coincidente con el propósito 
de la ley de aplicación general para los servidores públicos, en procurar el correcto desempeño de sus 
funciones, bajo los principios que rigen el servicio público, así como en corregir y sancionar los desvíos 
en que incurran; de ahí que la conducta del servidor público sólo puede ser examinada y, en su caso, 
objeto de sanción cuando existe identidad de sujeto y de hechos, por una vez, en aras de la certeza 
jurídica. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022478  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: V.1o.P.A.14 A (10a.)  
 
PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS SENTENCIAS EN EL JUICIO AGRARIO. SE INFRINGE SI 
EL TRIBUNAL UNITARIO DECLARA SUCESOR PREFERENTE AL DEMANDADO, SIN QUE ÉSTE 
HAYA OPUESTO EXCEPCIÓN ALGUNA O RECONVENIDO AL RESPECTO, AL RESOLVER 
SOBRE UN PUNTO QUE NO FUE OBJETO DE LA LITIS. 
 
Si se demanda el reconocimiento como sucesor de ciertos derechos agrarios y el demandado no 
opone como excepción o reconviene su mejor derecho a sucederlos, ni lo plantea en las 
manifestaciones formuladas en la audiencia a que se refiere el artículo 185 de la Ley Agraria, sino que 
se limita a evidenciar la ineficacia jurídica del título en el que el actor finca su pretensión; pese a lo 
cual, el Tribunal Unitario declara sucesor preferente al demandado, se infringe el principio de 
congruencia que debe colmar la sentencia que se dicte en el juicio agrario, previsto en el artículo 189 
de dicho ordenamiento. Lo anterior, por incluir y resolver sobre un punto de derecho que formalmente 
no fue objeto de la litis. Sin que sea óbice que el juicio haya versado sobre la sucesión de derechos 
agrarios, ya que al no haberse opuesto un mejor derecho para acceder por vía de sucesión a aquéllos, 
no podría llevarse al extremo de considerar que ese aspecto es adyacente o consecuencia lógica y 
necesaria de la desestimación de la acción principal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022477  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.8o.P.33 P (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL. DUPLICIDAD DEL PLAZO CUANDO EL IMPUTADO SE 
ENCUENTRA FUERA DEL TERRITORIO DE LA CIUDAD DE MÉXICO, SIEMPRE OPERA 
RESPECTO DEL PLAZO MÍNIMO DE TRES AÑOS Y NO RESPECTO DEL TÉRMINO MEDIO 
ARITMÉTICO DE LA PENA SEÑALADA PARA EL DELITO DE QUE SE TRATE, CUANDO ÉSTE ES 
MENOR DE DICHA TEMPORALIDAD (INTERPRETACIÓN PRO VÍCTIMA U OFENDIDO, DE LOS 
ARTÍCULOS 107 Y 111, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, 
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
El artículo 107 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, establece 
que los plazos para que opere la prescripción se duplicarán respecto de quienes se encuentren fuera 
del territorio de dicha entidad, si por esta circunstancia no es posible concluir el proceso; en tanto que 
el numeral 111, fracción I, del propio código, señala que la pretensión punitiva prescribirá en un plazo 
igual al término medio aritmético de la pena privativa de la libertad, incluidas las modalidades del delito 
cometido, pero en ningún caso será menor de tres años. Ahora bien, de una interpretación pro víctima 
e integral de los numerales 107 y 111 del Código Penal en consulta, se obtiene que cuando el término 
medio aritmético de la pena aplicable al delito resulte menor de tres años, la duplicidad del plazo que 
ordena el artículo 107 mencionado opera respecto de la regla general de tres años, de manera que en 
tales casos, el tiempo necesario para que prescriba la acción penal será de seis años, cuando el 
imputado se encuentre fuera del territorio de la Ciudad de México. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022476  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a. XLVIII/2020 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL MERCANTIL. LOS ARTÍCULOS 1051, 1052 Y 1053 DEL 
CÓDIGO DE COMERCIO NO RESULTAN INCONSTITUCIONALES POR EL HECHO DE PERMITIR 
QUE LAS PARTES PACTEN LAS BASES DE SU PROCEDIMIENTO CONVENCIONAL. 
 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto, la parte quejosa planteó la inconstitucionalidad de los 
artículos 1051, 1052 y 1053 del Código de Comercio, sobre la base de que tales numerales autorizan 
la creación de cláusulas con condiciones que transgreden los derechos fundamentales de audiencia, 
legalidad, seguridad jurídica y debido proceso. 
 
Criterio jurídico: Los artículos que prevén la facultad de las partes para configurar el procedimiento 
convencional mercantil al que habrán de sujetarse para dirimir sus controversias, no son incompatibles 
con el sistema de protección de los derechos humanos ni transgreden los derechos fundamentales de 
audiencia, legalidad, seguridad jurídica y debido proceso. Tales preceptos realzan la libertad 
configurativa de las partes, pero no las autorizan a ser arbitrarias. En su caso, es el contenido de las 
reglas creadas por éstas lo que pudiera controvertirse por vicios propios, ya sea porque esas reglas no 
se ajustaron a los requisitos de validez que ordena el Código de Comercio, o porque transgreden las 
formalidades esenciales del procedimiento. 
 
Justificación: De una interpretación armónica de los numerales señalados, se desprende que el 
procedimiento mercantil preferente consiste en el pacto celebrado entre las partes, vinculadas por un 
acto jurídico de carácter comercial, con la finalidad de establecer las bases de un proceso que se 
tramitará ante los tribunales o árbitros que para tal efecto designen, para el caso de dirimir las 
controversias que surjan. El Código de Comercio da la opción a quienes intervienen en la relación 
mercantil de obligarse de la manera lícita en que estimen conveniente, lo que no significa ni puede 
implicar no observar las formalidades esenciales del procedimiento. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022475  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XIII.2o.P.T.2 L (10a.)  
 
PENSIÓN POR ASCENDENCIA. EL ARTÍCULO 44, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE PENSIONES 
PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE OAXACA 
DE JUÁREZ, AL ESTABLECER COMO REQUISITO PARA SU OTORGAMIENTO QUE EL 
ASCENDIENTE HUBIESE DEPENDIDO ECONÓMICAMENTE DEL TRABADOR FALLECIDO, ES 
INCONSTITUCIONAL. 
 
En términos del precepto legal citado, que refiere que gozarán de la pensión por muerte del trabajador, 
a falta de cónyuge, hijos o concubina, los ascendientes que hubiesen dependido económicamente del 
trabajador, vulnera los derechos fundamentales de igualdad y seguridad social tutelados en los 
artículos 1o. y 123, apartado A), fracción XXIX, de la Constitución General, por restringir el derecho de 
los ascendientes a recibir la pensión por ese concepto a causa de la muerte del trabajador o 
pensionado, al imponer únicamente a ellos la carga de acreditar la dependencia económica con el 
extinto trabajador, pues el derecho a recibir una pensión por ascendencia y de disfrutar de los 
derechos tratándose de pensiones y seguro de vida, surgen con la muerte del trabajador, ante la falta 
de cónyuge, hijos o concubina. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022474  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: III.7o.A.3 CS (10a.)  
 
MÉDICOS ESPECIALISTAS EN EL TRATAMIENTO DEL SOBREPESO Y LA OBESIDAD. LOS 
ARTÍCULOS 6.1.1.1 Y 6.1.1.2 DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-008-SSA3-2017, AL 
ESTABLECER COMO REQUISITO PARA AQUELLOS QUE PRETENDAN LLEVAR A CABO 
CIRUGÍAS, CONTAR CON UNA CERTIFICACIÓN EMITIDA POR EL CONSEJO 
CORRESPONDIENTE, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 
 
Los preceptos aludidos de la Norma Oficial Mexicana NOM-008-SSA3-2017, Para el tratamiento 
integral del sobrepeso y la obesidad –publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo de 
2018–, al establecer como requisito que los médicos especialistas que pretendan llevar a cabo cirugías 
para tratar esas enfermedades cuenten con una certificación emitida por el consejo correspondiente, 
no violan el principio de irretroactividad de la ley, contenido en el artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Ello es así, porque conforme a la teoría de los derechos adquiridos, 
esas disposiciones no tienen efectos retroactivos prohibidos respecto de los títulos profesionales 
expedidos, pues éstos no establecen condiciones permanentes e inamovibles para el ejercicio de la 
profesión que habilitan, en tanto que acorde con el artículo 5o. constitucional, los Estados no son 
competentes para normar la totalidad de las condiciones en que puede ejercerse una profesión. Esto 
es, las actividades que pueden realizarse con base en los títulos profesionales son heterogéneas y 
variables, y pueden impactar en ámbitos materiales de validez regulados en otros espacios 
constitucionales. Por tanto, los mencionados médicos cirujanos no tienen un derecho adquirido para 
ejercer su profesión en condiciones libres de toda regulación, máxime si se toma en cuenta que el 
despliegue de las profesiones repercute y determina el grado de disfrute de ciertos derechos 
constitucionales, como acontece en la relación de dependencia entre la protección de la salud prevista 
en el artículo 4o. constitucional y el ejercicio de la libertad de trabajo de los médicos. Además, tampoco 
existe dicha retroactividad desde la perspectiva de la teoría de los componentes de la norma, pues los 
artículos inicialmente aludidos introducen un contenido normativo que se proyecta íntegramente de 
forma prospectiva, sin afectar situaciones de hecho pasadas, es decir, el deber de acreditar los 
requisitos que establecen vincula a sus destinatarios a partir de su entrada en vigor, lo cual faculta a la 
autoridad administrativa a vigilar su cumplimiento hacia el futuro. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022473  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: III.7o.A.4 CS (10a.)  
 
MÉDICOS ESPECIALISTAS EN EL TRATAMIENTO DEL SOBREPESO Y LA OBESIDAD. LOS 
ARTÍCULOS 6.1.1.1 Y 6.1.1.2 DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-008-SSA3-2017, AL 
ESTABLECER COMO REQUISITO PARA AQUELLOS QUE PRETENDAN LLEVAR A CABO 
CIRUGÍAS, CONTAR CON UNA CERTIFICACIÓN EMITIDA POR EL CONSEJO 
CORRESPONDIENTE, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
Los preceptos aludidos de la Norma Oficial Mexicana NOM-008-SSA3-2017, Para el tratamiento 
integral del sobrepeso y la obesidad –publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo de 
2018–, se encuentran debidamente fundados y motivados, pues la circunstancia de que únicamente 
hagan referencia a que los médicos especialistas que pretendan llevar a cabo cirugías, deben contar 
con una certificación emitida por el "consejo correspondiente", no es razón para estimarlos violatorios 
de derechos humanos, sobre todo si se toma en cuenta que los artículos 81 y 272 Bis de la Ley 
General de Salud contemplan que los médicos especialistas deben contar con la mencionada 
certificación, e incluso ahí se establece el tipo de consejo que la debe emitir y la última reforma que 
éstos tuvieron (1 de septiembre de 2011) fue anterior a la publicación de aquélla. Por tanto, no puede 
estimarse que las autoridades que emitieron la norma oficial mexicana actuaron de manera arbitraria. 
En ese sentido, tampoco se deja en estado de incertidumbre a los profesionistas indicados, sino que 
se respeta el principio de seguridad jurídica, ya que la propia Ley General de Salud especifica que 
deben contar con la certificación emitida por el Consejo de Especialidades Médicas que tenga la 
declaratoria de idoneidad y esté reconocido por el Comité Normativo Nacional de Consejos de 
Especialidades Médicas, constituido por la Academia Nacional de Medicina de México, la Academia 
Mexicana de Cirugía y los Consejos de Especialidad miembros, al ser el facultado para expedir 
certificados de su respectiva especialidad médica. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022472  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: III.7o.A.2 CS (10a.)  
 
LIBERTAD DE TRABAJO DE LOS MÉDICOS. LA EXIGENCIA PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 
6.1.1.1 Y 6.1.1.2 DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-008-SSA3-2017, DE QUE LOS 
ESPECIALISTAS EN EL TRATAMIENTO DEL SOBREPESO Y LA OBESIDAD QUE PRETENDAN 
LLEVAR A CABO CIRUGÍAS, CUENTEN CON UNA CERTIFICACIÓN EMITIDA POR EL CONSEJO 
CORRESPONDIENTE, SATISFACE LOS REQUISITOS PARA CONSIDERARLA UNA 
RESTRICCIÓN VÁLIDA A ESE DERECHO FUNDAMENTAL. 
 
La libertad de trabajo no es absoluta y, como otros derechos fundamentales, admite restricciones. Al 
analizar esas restricciones para determinar si son válidas o no, se debe comprobar que éstas 
satisfagan tres requisitos: a) que sean admisibles constitucionalmente, b) que sean necesarias, y c) 
que sean proporcionales. Ahora, si se atiende a que la práctica de la medicina no puede permanecer 
ajena a una regulación o control por parte del Estado, ya que el ejercicio de esta profesión 
necesariamente implica la probabilidad de afectación de derechos de terceros, se tiene que los 
artículos 6.1.1.1 y 6.1.1.2 de la Norma Oficial Mexicana NOM-008-SSA3-2017, Para el tratamiento 
integral del sobrepeso y la obesidad –publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo de 
2018–, satisfacen los tres requisitos pues, primero, la exigencia de que el médico especialista que 
pretenda llevar a cabo cirugías cuente con una certificación emitida por el consejo correspondiente, es 
una restricción de aquellas que son admisibles en el artículo 5o. constitucional. Asimismo, cumple con 
el segundo, pues dicha regulación que puede considerarse como una restricción al derecho al trabajo 
para el ejercicio profesional de los médicos, se encuentra justificada y es necesaria para garantizar el 
derecho a la salud, que puede comprender de manera específica que satisfagan condiciones mínimas 
necesarias de capacitación y educación, para ofrecer servicios médicos de calidad, lo cual claramente 
protege el derecho a la salud. Finalmente, la mencionada medida colma el tercer requisito, ya que es 
proporcional, porque el grado de restricción sobradamente es compensado por los efectos benéficos 
que tiene desde una perspectiva preocupada por garantizar la práctica de los tratamientos del 
sobrepeso y la obesidad bajo los parámetros de profesionalización y calidad que aseguren la 
protección de la salud de los pacientes. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022471  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a. LI/2020 (10a.)  
 
JUSTICIA CON PERSPECTIVA DE INFANCIA. DEBE GARANTIZARSE EL DERECHO DE LOS 
MENORES DE EDAD A SER ESCUCHADOS EN EL PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL QUE 
INVOLUCRE SUS DERECHOS, TAMBIÉN EN LA PRIMERA ETAPA DE LA INFANCIA, 
PROMOVIENDO FORMAS ADECUADAS DE INTERACCIÓN, LIBRE OPINIÓN Y COMUNICACIÓN 
CLARA Y ASERTIVA DE LA DECISIÓN. 
 
Hechos: El padre de un menor de edad en la primera etapa de la infancia, demandó en su favor el 
cambio de la guardia y custodia de su hijo, en virtud de que la madre ejerció sobre éste actos de 
violencia física (golpe en la espalda con un cable). El órgano de amparo estimó que se trató de un acto 
aislado, realizado como una medida correctiva disciplinaria justificada, que no encuadraba en la 
definición de castigo corporal conforme a la doctrina del Comité de los Derechos del Niño. Juzgado el 
caso, en el contexto de separación de los progenitores, se determinó que la guarda y custodia del niño 
la debía ejercer la madre; sin embargo, en el procedimiento no se escuchó al menor de edad, 
aparentemente en razón de su temprana edad. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que 
escuchar y atender a la opinión de los menores de edad en los procesos jurisdiccionales que les 
conciernen, por una parte, entraña para ellos el ejercicio de su derecho de acceso a la justicia y, por 
otra, es un elemento relevante para la decisión que deba adoptar el juzgador en torno a sus derechos. 
Por ello, a fin de alcanzar una justicia con perspectiva de infancia, las autoridades judiciales y sus 
auxiliares deben proveer la mejor forma de interactuar con el menor de edad y alcanzar su libre 
opinión, de acuerdo con su edad y grado de madurez (ciclos vitales: primera infancia, infancia y 
adolescencia), pero no rechazar la escucha del menor de edad sólo en razón de su temprana edad, 
pues el ejercicio de ese derecho puede darse no sólo con la implementación de los mecanismos 
formales de los que participan las personas adultas como declaraciones testimoniales o escritas, sino 
a partir de metodologías pedagógicas y didácticas que brinden condiciones adecuadas al niño, niña o 
adolescente para alcanzar ese objetivo, inclusive, comunicándole la decisión en forma clara y asertiva.  
 
Justificación: El derecho de los menores de edad a emitir su opinión y a ser escuchados en los 
procedimientos jurisdiccionales en que se ventilan sus derechos, se encuentra reconocido en el 
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, e implícitamente en el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con los instrumentos e 
interpretaciones especializadas en materia de protección de los derechos de la niñez, es uno de los 
principios rectores que se deben tomar en cuenta en todo proceso que les concierna. Al respecto, esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta con una amplia doctrina sobre el contenido de ese 
derecho y la forma de ejercerse. Éste también ha sido interpretado por el Comité de los Derechos del 
Niño en su Observación General No. 12 destacando que el ejercicio de ese derecho del menor de 
edad y la valoración de su opinión en los procesos jurisdiccionales que involucren una decisión que 
pueda afectar su esfera jurídica, debe hacerse en función de su edad y madurez, pues se sustenta en 
la premisa ontológica de que el niño como sujeto de derechos, dada su condición de menor edad, se 
encuentra en el desarrollo de su autonomía, la cual va adquiriendo en forma progresiva en la medida 
que atraviesa sus etapas de crecimiento físico, mental y emocional, hasta alcanzar legalmente la 
mayoría de edad. Así, la clave para que el menor de edad tenga intervención en el proceso y su 
opinión pueda ser atendida, está en que conforme a su edad y madurez tenga la aptitud para formarse 
su propio juicio de las cosas. En ese sentido, dado que no es posible establecer una correspondencia 
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necesaria entre la edad y el grado de desarrollo madurativo del menor de edad, ello implicará una 
evaluación casuística de cada menor de edad y de sus circunstancias, ponderando, entre otras cosas, 
su edad, su desarrollo físico e intelectual, sus habilidades cognitivas, su estado emocional, su 
experiencia de vida, su entorno, la información que posee sobre las cosas respecto de las cuales 
opina, etcétera; aspectos que lo determinan en el desarrollo progresivo de su autonomía, y dan pauta 
a la formación de sus opiniones sobre la realidad que vive. Por tanto, el hecho de que un menor de 
edad se encuentre en su primera infancia, no autoriza, per se, a descartar que pueda ejercer su 
derecho a ser escuchado y a que su opinión se tome en cuenta, sino que se deben buscar en cada 
caso, las formas más apropiadas de propiciar su participación; y si ello no se hizo en las instancias 
ordinarias del procedimiento, debe garantizarse el derecho del menor de edad, antes de adoptar 
decisiones judiciales que le conciernan, como en el caso de su guarda y custodia, las cuales, además, 
le deben ser comunicadas también de manera clara y asertiva. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022470  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.122 C (10a.)  
 
JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. LA LEGALIDAD Y VALIDEZ DE LA NOTIFICACIÓN DE ESAS 
DILIGENCIAS CUANDO YA INICIÓ EL JUICIO QUE CON BASE EN ELLAS SE PROMOVIÓ, DEBE 
HACERSE VÍA EXCEPCIÓN. 
 
La jurisdicción voluntaria es un procedimiento seguido fuera de juicio, por ello, para que una persona 
respecto de quien se promovió o es destinataria de una jurisdicción voluntaria y alegue no haber sido 
notificada de ésta, pueda impugnar su legalidad a través de un recurso o medio de defensa ordinario o 
mediante el juicio de amparo indirecto, es menester que no haya iniciado el juicio en el que esas 
diligencias se exhiban como base de la acción o como sustento toral de las pretensiones planteadas. 
Ello, pues esos mecanismos de defensa ordinarios o extraordinarios, aunque idóneos por ser aptos 
para nulificar la notificación de la jurisdicción voluntaria y, por ende, el objeto de ésta, serían ineficaces 
al no tener el alcance de anular lo actuado y, en su caso, resuelto en el juicio en que tales diligencias 
se exhiban, máxime si la eventual anulación de la jurisdicción voluntaria se produce después de fallado 
mediante sentencia firme el juicio. Así, en el supuesto de que el juicio en el que esas diligencias de 
jurisdicción voluntaria se exhiban como base de la acción o como sustento toral de las pretensiones 
planteadas, ya haya iniciado, la legalidad de la notificación de esas diligencias, así como su validez, 
deberá impugnarse en ese mismo juicio vía excepción en la que el demandado evidencie y, en su 
caso, pruebe las causas por las que estima ilegal la notificación de la jurisdicción voluntaria, pues lo 
resuelto al respecto servirá para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la acción 
planteada. Lo anterior, pues la excepción constituye un verdadero mecanismo procesal de defensa 
que resulta apto para que el demandado se oponga a la pretensión del actor y exponga los 
argumentos encaminados a destruir o atenuar la acción planteada en su contra, además de tener la 
oportunidad de ofrecer las pruebas que demuestren sus planteamientos. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022466  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.6o.A.14 K (10a.)  
 
INFORME JUSTIFICADO. CUANDO DE ÉL SE ADVIERTAN LOS FUNDAMENTOS Y MOTIVOS 
QUE ORIGINARON EL ACTO RECLAMADO, CUYA EXISTENCIA EL QUEJOSO MANIFESTÓ 
DESCONOCER, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE NOTIFICARLE PERSONALMENTE SU 
CONTENIDO, ASÍ COMO PREVENIRLO PARA QUE, SI LO ESTIMA CONVENIENTE, AMPLÍE SU 
DEMANDA [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 112/2003 Y 1a./J. 
136/2011 (9a.)]. 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 112/2003 
determinó que cuando en el juicio de amparo se rinde un informe justificado y el juzgador federal 
advierte la participación de autoridades no señaladas como responsables por el quejoso, debe 
notificarle personalmente el contenido de ese informe y prevenirlo para que aclare o amplíe su 
demanda, pues de lo contrario incurrirá en violación a las normas del procedimiento, la que en todo 
caso será corregida por el tribunal revisor al ordenar su reposición; criterio que posteriormente la 
Primera Sala del Alto Tribunal en la jurisprudencia 1a./J. 136/2011 (9a.) estimó aplicable también para 
el caso en que del informe justificado se advierta la existencia de un nuevo acto vinculado con el 
inicialmente reclamado. Así, los citados criterios sostenidos por las Salas de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, deben hacerse extensivos al caso en el que el quejoso manifieste desconocer 
los fundamentos y motivos que dieron origen a los actos reclamados y del informe justificado se 
advierta tal información; hipótesis en la que el Juez de Distrito debe, de igual manera, notificarle 
personalmente su contenido, así como prevenirlo para que, si lo estima conveniente, amplíe su 
demanda, puesto que sólo así estará en oportunidad de controvertir de forma completa y eficaz el acto 
que estima violatorio de sus derechos fundamentales, en el entendido de que esa información sólo 
podrá ser materia de nuevos conceptos de violación. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022465  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.106 C (10a.)  
 
INCIDENTES EN EL JUICIO ORDINARIO CIVIL. LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO ES 
EQUIPARABLE A UN EMPLAZAMIENTO, RAZÓN POR LA QUE DEBE PRACTICARSE 
PERSONALMENTE A LA CONTRAPARTE DEL PROMOVENTE (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA 
LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Conforme al artículo 255, primer párrafo, del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
vigente en la Ciudad de México, se advierte que el término "demanda" constituye la promoción con la 
que se inicia una contienda judicial, la cual abarca el juicio principal o un incidente; así, la parte en 
contra de quien se promueva un incidente tendrá la calidad de demandado en ese procedimiento, 
actualizándose lo previsto en el artículo 114, fracción I, del citado ordenamiento, que prevé la 
notificación personal en el procedimiento, cuyo término abarca dos aspectos, el emplazamiento al 
demandado en el juicio y la notificación en cualquier incidente accesorio. De esa forma, se evidencia 
que el legislador, en respeto al derecho de audiencia consagrado en el artículo 14, segundo párrafo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispuso que siempre que se trate de un 
procedimiento contencioso, principal o incidental, la primera notificación a la parte contraria, al 
promovente o cualquier otra persona que pueda resentir afectación con la resolución que se emita en 
el juicio o en la fase de ejecución de sentencia, debe practicarse personalmente en aras de 
salvaguardar la seguridad jurídica en que se garantice el derecho de audiencia y defensa de las 
partes, acorde con las tendencias interpretativas que ha sostenido la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación con relación al acceso a la justicia como derecho fundamental que toda 
persona tiene de plantear una pretensión o defenderse de ella, que se contienen en las jurisprudencias 
1a./J. 37/2013 (10a.) y 1a./J. 58/2018 (10a.), de títulos y subtítulos: "INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN 
DE SENTENCIA. EL AUTO QUE LO ADMITE DEBE NOTIFICARSE EN FORMA DOMICILIARIA 
(INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN ‘SE CORRERÁ TRASLADO’ PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
436, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
PUEBLA)." y "APELACIÓN. EL AUTO QUE ADMITE A TRÁMITE ESTE RECURSO Y ORDENA 
‘EMPLAZAR’ AL APELANTE PARA SU CONTINUACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR 
AGRAVIOS, DEBE NOTIFICARSE PERSONALMENTE." 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022464  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.12o.C.159 C (10a.)  
 
INCIDENTE DE INEJECUCIÓN DE SENTENCIA PROMOVIDO EN UNA CONTROVERSIA DE 
ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO. EL ARRENDATARIO PUEDE SUSTENTARLO VÁLIDAMENTE 
PARA IMPEDIR QUE SE EJECUTE LA ORDEN JUDICIAL FIRME DE DESOCUPACIÓN Y 
ENTREGA DEL BIEN ARRENDADO, EN QUE ADQUIRIÓ LA COPROPIEDAD DE ÉSTE CON 
POSTERIORIDAD AL FALLO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Si bien es cierto que, por regla general, una consecuencia de la sentencia definitiva que declara la 
rescisión o terminación de un contrato de arrendamiento es la extinción de los derechos y obligaciones 
contraídos por las partes al celebrar tal acuerdo de voluntades, lo cual conduce a ordenar la 
desocupación y entrega del inmueble arrendado, pues un efecto de ese fallo es que cese la posesión 
derivada que tiene el demandado por virtud de la relación personal respectiva, también lo es que si 
éste adquiere con posterioridad a la resolución definitiva el carácter de copropietario de aquel bien 
raíz, ese hecho podría dar lugar a que, según las circunstancias del caso, en la etapa de ejecución de 
sentencia se le reconociera el derecho de poseer el bien citado con motivo de la nueva condición 
alegada, surgida después de declararse por determinación judicial firme, la rescisión o terminación del 
contrato relativo y, como consecuencia, ordenarse la desocupación y entrega del inmueble. Lo 
anterior, porque si bien en las controversias de arrendamiento no se dilucidan cuestiones de 
propiedad, no puede ignorarse el cambio de situación jurídica en relación con la posesión, ya que 
conforme a lo dispuesto en los artículos 941, 942, 943, 946, 947 y 948 del Código Civil para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México, la propiedad de la cosa pertenece a todos los 
copropietarios proindiviso, de manera que al terminar la relación de arrendamiento y adquirir el 
arrendatario posteriormente la calidad de copropietario, puede oponerla válidamente, vía incidental, en 
la etapa de ejecución de sentencia, a fin de que el Juez del conocimiento analice si está demostrada la 
situación aducida y si ésta impide ejecutar la orden judicial firme de desocupación y entrega del 
inmueble, pues aunque al decretarse la rescisión o terminación del contrato atinente, cesa la posesión 
derivada que tenía el arrendatario, en caso de asistirle la razón podría ordenarse que se le respete la 
posesión inherente a su derecho de copropiedad, sin que obste para ello, que en términos del artículo 
2398 del Código Civil invocado, las acciones derivadas del contrato de arrendamiento sean de carácter 
personal, en virtud de que la incidencia de mérito no tiende a afectar la acción personal relativa ni a 
buscar el reconocimiento del derecho real de copropiedad, sino a demostrar que no obstante que cesó 
la posesión derivada que detentaba el arrendatario tiene derecho a seguir poseyendo con base en la 
nueva calidad que ostenta. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022463  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.111 C (10a.)  
 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR. ALCANCES DEL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE EN LA CIUDAD DE MÉXICO (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DE 18 DE DICIEMBRE DE 2014). 
 
Para la actualización de dicha hipótesis normativa, se requiere: I. La existencia de la acusación de un 
delito, en contra del autor de la sucesión o de sus ascendientes, descendientes, hermanos o cónyuge; 
y II. Que ese delito merezca pena capital o de prisión. Por su parte, el artículo 1o. del Código Penal 
para el Distrito Federal, vigente en la Ciudad de México, define al delito como la realización de una 
acción u omisión expresamente prevista como tal en la ley vigente al tiempo de su realización. Lo que 
significa que basta que la persona formule una denuncia ante el Ministerio Público, en la que exprese 
conductas de hacer o no hacer en contra del autor de la sucesión o de sus ascendientes, 
descendientes, hermanos o cónyuge, para que el juzgador advierta que encuadren como delito o 
delitos previstos en las leyes penales. En ese orden, la norma en estudio no exige, para su 
actualización, que el denunciante precise cuál es la pena de prisión de los hechos denunciados, pues 
corresponde al Juez de lo civil determinar si aquéllos encuadran o no en la imputación de un delito que 
merezca pena de prisión de conformidad con la legislación penal aplicable. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2022462  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: I.11o.C.113 C (10a.)  
 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR. EL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO CONTRAVIENE EL 
DERECHO DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA NI LA OBLIGACIÓN O DERECHO A EJERCER LA 
DENUNCIA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 17 Y 21 DE LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DE 18 DE 
DICIEMBRE DE 2014). 
 
El artículo 1316, fracción II, citado, sólo tiende a proteger la libre voluntad del testador ante la 
presencia de conductas ingratas hacia su persona o su familia, lo cual acarrea la pérdida de la 
capacidad para heredar por ingratitud, y que de acuerdo con una interpretación conforme con la 
Constitución Federal, esa norma secundaria encuentra su justificación en lo previsto en el artículo 5o., 
párrafo quinto, relativo a la protección del libre ejercicio de la voluntad de las personas, en este caso, 
la libertad de disponer de sus bienes, así como a la protección de sus derechos sustantivos, entre 
ellos, el de propiedad que se deriva del artículo 14, segundo párrafo, constitucional. En atención a 
esos parámetros, se encuentra el fin constitucional que justifica el actuar del legislador para modular la 
acción de la pérdida de la capacidad para heredar, ya que válidamente restringe la ingratitud como 
fundamento, como es la existencia de una denuncia formulada en contra del testador o de su familia, 
cuyo supuesto debe considerarse taxativo y excepcional, pues el valor que está en juego es el respeto 
a la autonomía de la voluntad, protegida constitucionalmente; por tanto, el artículo de referencia no 
contraviene el derecho de administración de justicia y ni el derecho a ejercer denuncia penal derivados 
de los artículos 17 y 21 constitucionales, pues el legislador secundario actuó conforme a un principio 
admisible y las limitantes impuestas no evidencian una restricción arbitraria o subjetiva a los derechos 
de denunciar un hecho ilícito, pues todo acto tendente a pedir la intervención de los órganos del 
Estado para dirimir una controversia, trae consigo diferencias entre las partes, las que dilucida el 
legislador ordinario en las normas del derecho civil en forma proporcional, pues el denunciante, 
aunque haya obrado lícitamente frente a los ojos de la sociedad, ocasiona un daño a la persona, 
imagen o memoria del testador y, por ende, no puede pretender seguir prevaleciéndose de los 
derechos patrimoniales de éste, a menos de que, en forma expresa, el propio testador le otorgue el 
perdón. Principios proporcionales entre la causa, efecto y solución, pues regulan la correcta 
convivencia en la sociedad y reafirman el principio que dice a toda acción corresponde una reacción o 
consecuencia; de ahí que la norma no es inconstitucional al ser acorde su texto a los valores humanos, 
las soluciones sociales y los principios de lealtad, solidaridad; además de ofrecer soluciones 
proporcionales conforme a lo expuesto. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022461  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.112 C (10a.)  
 
INCAPACIDAD PARA HEREDAR. EL ARTÍCULO 1316, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ENCUENTRA SU 
JUSTIFICACIÓN EN LOS ARTÍCULOS 5o., PÁRRAFO QUINTO Y 14, SEGUNDO PÁRRAFO, DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA ANTES DE LA REFORMA DE 18 DE DICIEMBRE DE 2014). 
 
El origen del término "sucesión" deriva del verbo latino succedere, que significa acción y efecto de 
suceder, esto es, colocarse una persona en lugar de otra; así, su primera acepción consiste en la 
entrada o continuación de una persona o cosa en lugar de otra, lo que implica la sustitución en los 
derechos, denominándose sucesor o causahabiente al adquirente, y autor o causante a aquel de quien 
depende la adquisición; así, la disposición de los bienes a suceder recae en su titular o autor de la 
sucesión, en términos del artículo 1283 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, pues se ejerce la libre intención o elección exteriorizada del sujeto para la 
consecución de ese determinado acto jurídico. En ese orden, el primer elemento que conforma a la 
sucesión es el personal o subjetivo, representado por el causante o testador, y por el causahabiente o 
sucesor, que puede ser heredero o legatario; el segundo elemento es el objetivo o real, y lo constituye 
el conjunto de bienes, derechos y obligaciones del autor de la sucesión, conforme al artículo 1281 del 
citado ordenamiento. En cuanto al elemento subjetivo, el heredero debe contar con capacidad para 
heredar, pues constituye un presupuesto de la sucesión, y en caso de haber una causa que lo impida, 
entonces se actualiza un supuesto de indignidad como causa de incapacidad, como lo denomina la 
doctrina como fuente del derecho mexicano. La dignidad se funda en causas de orden moral y supone 
la relación de los deberes del sucesor para con el difunto; mientras que la indignidad supone para el 
testador una falta en su contra o una indiferencia por parte del que lo pretende sustituir y, por ende, le 
hace indigno de suceder; por ello, la indignidad reviste la forma de ingratitud y se basa en motivos 
personales, esto es, se trata de hechos o actos que constituyen un atentado contra la persona del de 
cujus; así, uno de los fundamentos de la indignidad supone que si el autor hubiera expresado su 
voluntad, lo habría hecho en contra del indigno y la moralidad pública repugnaría que el autor de 
ciertos hechos heredara de su víctima. En ese contexto, el artículo 1316, fracción II, citado, refleja, en 
un primer plano, una situación de hecho consistente en una desavenencia entre el testador y la 
persona que lo pretende heredar, es decir, una oposición, una discordia o una contrariedad, porque el 
segundo promovió en contra del primero o de su familia una denuncia del orden penal; por 
consiguiente, tal acto, para la persona del testador, constituye una ofensa o un agravio, como lo 
prevén los artículos 1318 y 1319 del Código Civil referido. Así, conforme a dichos preceptos, la 
denuncia presentada en contra del testador o de su familia constituye una ofensa o un agravio en su 
contra; por lo que para recobrar la capacidad para suceder, ya sea por testamento o sin él, se requiere 
que el ofendido otorgue el perdón al ofensor. En efecto, la denuncia o querella es el acto por virtud del 
cual una persona hace del conocimiento a una autoridad ministerial la verificación o comisión de 
determinados hechos, con el objeto de que ésta promueva o aplique las consecuencias jurídicas, como 
se advierte del artículo 16, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, 
que dispone que no podrá librarse orden de aprehensión, sino por la autoridad judicial y sin que 
preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale como delito y sancionado con pena 
privativa de libertad. La denuncia o querella son actos lícitos por estar reconocidos constitucionalmente 
y se encuentran dentro del campo del derecho público, y desde luego constituye un derecho o una 
obligación que tiene todo gobernado, ya sea porque se afecten sus derechos o porque advierta hechos 
que puedan constituir un ilícito penal en perjuicio de la sociedad. Sin embargo, no por ello significa que 
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tal acto no traiga consecuencias jurídicas para el denunciante y denunciado en el campo del derecho 
privado, pues es lógico que si tales actos se promueven en contra del testador o su familia, ello 
significará un daño hacia ellos, acorde con el principio general del derecho, que en su parte 
conducente dice: "la injuria grave y el daño hacen ingrato a uno, y no todo lo que es lícito es honesto". 
Es decir, aunque es lícita la denuncia, su formulación ocasiona un daño a la persona del testador y, 
por ende, refleja la ingratitud del denunciante como fundamento para perder la prerrogativa a heredar, 
pues el valor que está en juego es el respeto a la autonomía de la voluntad del autor de la sucesión a 
disponer libremente de sus bienes, y que al designarse al heredero se entiende que éste le guarda 
fidelidad o que le es digno; derecho de la libre voluntad que se encuentra comprendido en el artículo 
5o., párrafo quinto, de la Constitución Federal, que obliga al legislador a implementar mecanismos que 
protejan la eficacia de la libre voluntad, como es la del testador y, al mismo tiempo, de forma 
excepcional prever aquellos casos conforme a los cuales deban perder efecto por la existencia de una 
conducta desleal de la persona a quien se le eligió para heredar, acorde con el principio general del 
derecho que dice: "lo que adquirimos por cualquier modo, lo perdemos por el mismo acto en contrario". 
Además, no se pierde de vista que lo que se encuentra sujeto a protección normativa es el patrimonio 
del testador, quien ejerce el derecho de disposición, y encuentra su fundamento en el artículo 14, 
párrafo segundo, de la Constitución Federal, al disponer que nadie puede ser privado de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al hecho; derecho que tiende a salvaguardar la norma secundaria en 
estudio al inhabilitar a la persona que ofenda al testador o a su familia, salvo que la denuncia haya sido 
para salvaguardar su vida, su honra o la de sus descendientes, ascendientes, hermanos o cónyuge. 
En atención a esos parámetros constitucionales, se encuentra el fin que justifica el actuar del legislador 
para modular la acción de la pérdida de la capacidad para heredar, ya que válidamente restringe la 
ingratitud como fundamento, como es la existencia de una denuncia formulada en su contra o de su 
familia, cuyo supuesto debe considerarse taxativo y excepcional, pues el valor que está en juego es el 
respeto a la autonomía de la voluntad, protegida constitucionalmente. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022459  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa, Común)  
Tesis: 1a. XLIV/2020 (10a.)  
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS DE 
INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO, FRACCIÓN I, INCISO A), Y 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE LA MATERIA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE DE 2013, A PARTIR DE UN ARGUMENTO DE 
VARIACIÓN EN LA TASA DE TRIBUTACIÓN EN LA ENAJENACIÓN DE ALIMENTOS 
PROCESADOS PARA MASCOTAS. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 
segundo transitorio, fracción I, inciso a), y último párrafo, del Decreto por el que se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, que entró en vigor el 1 de enero de 2014, 
aduciendo su inconstitucionalidad bajo la premisa de que con la entrada en vigor de ese decreto hubo 
una variación en la tasa con que se gravaba la enajenación de los alimentos procesados para 
mascotas.  
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que resultan 
inoperantes los argumentos de inconstitucionalidad del precepto transitorio aludido, al encontrarse 
apoyados en una premisa incorrecta. 
 
Justificación: Los argumentos de inconstitucionalidad fueron sustentados en la premisa de que con 
anterioridad, los alimentos procesados para mascotas se encontraban afectos a la tasa del 0% (cero 
por ciento) y que por virtud de la entrada en vigor del decreto que contiene la norma de tránsito 
impugnada, ahora, a dichas enajenaciones se les aplica la tasa general del 16% (dieciséis por ciento). 
Ese razonamiento es inexacto, pues del análisis de la evolución legislativa de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado se obtiene que la tasa del 0% (cero por ciento) siempre buscó favorecer la producción 
y enajenación de los productos destinados a la alimentación humana, sin que en momento alguno la 
alimentación animal haya sido materia del referido trato preferencial. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022458  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. XLVI/2020 (10a.)  
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA CONSTITUCIONALIDAD DEL PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA MATERIA DEPENDE 
DE SU VINCULACIÓN CON EL GASTO PÚBLICO EN GENERAL. 
 
Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-A, 
fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor el 1 de 
enero de 2014, al considerar que no establecía el destino que tendrían los recursos recaudados. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que la 
constitucionalidad del impuesto previsto en el artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado depende de su vinculación con el gasto público en general. 
 
Justificación: Acorde con la dogmática desarrollada por esta Suprema Corte, los tributos no son fines 
en sí mismos, sino medios para conseguir el propósito constitucional que se les asigna. Igualmente, 
este Alto Tribunal ha sostenido que cualquier ingreso público –tributario o no– se encuentra 
indisolublemente destinado a fines delimitados en la política económica estatal. Sobre esa base 
conceptual se sigue que un impuesto, como tal, puede ser parte o no de una determinada política 
económica o social, pero ello no tiene implicaciones directas sobre su constitucionalidad, pues su 
conformidad con el texto fundamental no depende de la posibilidad de relacionarlo con un determinado 
plan o programa, sino de su vinculación con el gasto público en general. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022456  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  
Tesis: 1a. XLV/2020 (10a.)  
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, 
DE LA LEY DE LA MATERIA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-
A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor 
el 1 de enero de 2014, aduciendo que transgrede el principio de legalidad tributaria. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el 
artículo citado no transgrede el principio de legalidad tributaria.  
 
Justificación: El precepto aludido prevé que los alimentos procesados para perros, gatos y pequeñas 
especies utilizadas como mascotas en el hogar causará el impuesto a la tasa general del 16% 
(dieciséis por ciento). Si bien se tiene que la citada porción normativa no establece expresamente qué 
se debe entender por "pequeñas especies" o "mascotas en el hogar", tal situación no hace que vulnere 
el principio de legalidad tributaria previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues de conformidad con el artículo 5o. del Código Fiscal de la 
Federación, del propio artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado se conoce que el legislador consideró como objeto del impuesto al valor agregado la 
enajenación de alimentos procesados para consumo animal precisando –como regla general–, la tasa 
del 16% (dieciséis por ciento). Entonces, no se genera incertidumbre sobre el tratamiento legal que les 
corresponde, es decir, si no se encuentran identificados expresamente en el supuesto de excepción 
como es la aplicación de la tasa del 0% (cero por ciento), en vía de consecuencia, debe aplicárseles la 
tasa general del 16% (dieciséis por ciento), resultando irrelevante el significado que pretenda atribuirse 
a los términos "pequeñas especies" y "mascotas en el hogar". 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022455  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.204 A (10a.)  
 
IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. NO ESTÁ COMPRENDIDO DENTRO DE LOS 
IMPUESTOS A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 2 DEL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA 
PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN E IMPEDIR LA EVASIÓN FISCAL EN MATERIA DE 
IMPUESTOS SOBRE LA RENTA. 
 
Hechos: En el recurso de revisión fiscal se cuestionó la interpretación del artículo 2, numeral 4, del 
Convenio entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de 
América para evitar la doble imposición e impedir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la 
renta, en cuanto a la inclusión del impuesto empresarial a tasa única, como análogo al impuesto sobre 
la renta mexicano; no obstante que no se encuentre expresamente citado. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el impuesto empresarial a tasa 
única no está comprendido dentro de los impuestos a que alude el artículo 2 del convenio mencionado. 
 
Justificación: El referido instrumento internacional está basado en el "Modelo de convenio tributario 
sobre la renta y sobre el patrimonio", aprobado en el Comité de Asuntos Fiscales de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación estableció en la tesis aislada P. XXXVI/2009, de rubro: "RENTA. LOS COMENTARIOS 
AL MODELO DE CONVENIO FISCAL SOBRE LA RENTA Y SOBRE EL PATRIMONIO, EMITIDOS 
POR LA ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS, SON UNA 
FUENTE DE INTERPRETACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LOS TRATADOS BILATERALES 
QUE SE CELEBREN CON BASE EN AQUÉL, EN MATERIA DEL IMPUESTO RELATIVO.", que los 
comentarios a dicho modelo, aprobados en el comité mencionado, pueden considerarse como una 
explicación de sus artículos y como una fuente de interpretación de éstos. Ahora, la décima edición de 
la versión abreviada del modelo, publicada por primera vez en 1992 y actualizada periódicamente 
establece, por cuanto al contenido del artículo 2 señalado, que la relación de los impuestos vigentes a 
la firma de un convenio no se considera exhaustiva, salvo que así lo decidan los países firmantes, en 
cuyo caso propone que enlisten los específicamente comprendidos, como ocurre con el Convenio 
entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América 
para evitar la doble imposición e impedir la evasión fiscal en materia de impuestos sobre la renta, el 
cual, en el caso de México, únicamente incluye al impuesto sobre la renta; de ahí que no pueda 
considerarse comprendido el impuesto empresarial a tasa única. Lo anterior, porque la interpretación 
que se debe conferir al punto 4 del artículo 2 del convenio aludido, en cuanto a que éste aplicará 
igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o análoga que se establezcan con posterioridad a la 
fecha de firma del mismo y se añadan a los actuales o les sustituyan, es que ello se materializa previa 
modificación del propio instrumento. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022454  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.12o.C.36 K (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LA RESOLUCIÓN QUE SIN ULTERIOR RECURSO 
NIEGA PROVEER SOBRE LA SOLICITUD DE AUTORIZACIÓN PARA QUE UN MENOR SALGA 
DEL PAÍS, NO ACTUALIZA LA CAUSA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA POR EL HECHO DE HABER TRANSCURRIDO EL PERIODO PARA EL 
CUAL SE HIZO TAL PETICIÓN. 
 
Conforme a lo dispuesto en el precepto citado, el juicio de amparo es improcedente contra actos 
consumados de modo irreparable, pues en ese caso sería materialmente imposible restituir al quejoso 
en el goce de los derechos fundamentales que se estimen transgredidos al otorgarse la protección 
constitucional, por no ser factible volver las cosas al estado que guardaban antes de la violación, lo 
que implica que la naturaleza de los actos consumados para efectos de la procedencia del referido 
medio de control constitucional, debe atender a si resulta factible tal restitución; por tanto, para 
determinar si se está en presencia de actos consumados de modo reparable o irreparable, a fin de 
decidir sobre la procedencia enunciada, es preciso analizar si se realizaron todos los efectos y 
consecuencias de su ejecución, los cuales no pueden circunscribirse a la temporalidad de ésta, en la 
medida en que el tiempo no rige la materialización física y restituible de los actos ejecutados. En ese 
sentido, cuando se reclama la resolución que sin ulterior recurso niega proveer sobre la solicitud 
formulada al Juez familiar para que autorice que un menor salga del país, no se actualiza la causa de 
improcedencia de mérito por el hecho de que haya transcurrido el periodo para el cual se pidió la 
autorización, bajo el argumento de que no sería posible retrotraer el tiempo, porque de concederse el 
amparo se podría restituir al impetrante en el goce de los derechos fundamentales violados, aunque 
ello sea en otro momento. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022452  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a. XLVII/2020 (10a.)  
 
GARANTÍA ECONÓMICA. FACTORES A CONSIDERAR AL FIJAR SU MONTO. 
 
Hechos: En el marco de un proceso penal, el quejoso combatió, vía juicio de amparo indirecto, el 
aumento del monto previamente fijado para la imposición de la medida cautelar de garantía 
económica. El aumento se consideró justificado para garantizar la reparación del daño en favor de la 
víctima. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
providencia precautoria busca proteger a la víctima, mientras que la garantía económica persigue 
incentivar la comparecencia al proceso y, en última instancia, maximizar las posibilidades de usar la 
prisión preventiva como medida de ultima ratio. El monto de la garantía económica se debe determinar 
mediante razonamientos subjetivos, que atiendan a la solvencia y recursos de quien es procesado. 
 
Justificación: En términos del artículo 172 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la 
garantía económica es una de las múltiples medidas cautelares posibles que, como el resto, busca 
evitar la obstaculización del proceso, asegurar la comparecencia del inculpado y, en términos 
generales, que el juicio siga su curso de manera segura y ágil. Su monto se debe determinar en 
función de los incentivos que esa garantía puede generar en el inculpado para que efectivamente 
cumpla con sus obligaciones procesales. Éste debe tener una relación directamente proporcional con 
las cantidades que –según las condiciones económicas de cada persona– constituyan verdaderos 
elementos de persuasión para que ésta no obstruya la continuidad al proceso. Para cuantificar ese 
monto, el Juez debe realizar un cálculo costo-beneficio basado en las condiciones particulares del 
procesado; esto, con el objetivo de que le resulte más costoso no comparecer que sí hacerlo. Así, es 
posible conceptualizar la garantía económica como un mecanismo exclusivamente diseñado para 
generar incentivos vinculados con la pérdida de bienes o valores monetarios y patrimoniales. Como 
este mecanismo no guarda relación con la providencia precautoria, ambos pueden coexistir, pues una 
vez finalizado el proceso, nada libera a la persona condenada de su obligación de reparar ese daño. 
Ése es un derecho humano no sujeto a condicionamientos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022451  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C.117 C (10a.)  
 
EXTINCIÓN DE DOMINIO. RAZONES IMPLÍCITAS QUE SUSTENTAN LA DISTINCIÓN PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 50, FRACCIÓN III, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY RELATIVA, PARA EL DISTRITO 
FEDERAL, ACTUALMENTE ABROGADA, PUBLICADA EL OCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO. 
 
La distinción que hace el artículo citado respecto de los créditos cuyas garantías afectan el o los bienes 
materia del juicio de extinción de dominio, según su fuente contractual, se hace bajo el razonamiento 
implícito de que los créditos contratados con una entidad del sistema financiero mexicano son lícitos y, por 
tanto, en esos casos, no puede surtir efectos la sentencia de extinción de dominio contra los acreedores de 
esos créditos. Para determinar si es o no válida la referida distinción que se hace con los créditos que no se 
contratan con entidades pertenecientes al sistema financiero mexicano, debe atenderse a la regulación 
legal que en uno y otro caso están sujetos los créditos respectivos. Las instituciones pertenecientes al 
sistema financiero mexicano, entre ellas, las instituciones de crédito a cuya regulación se acude sólo en 
forma ejemplificativa se rigen por normas públicas que regulan los modos y los actos de creación y de 
funcionamiento. De esa forma y sólo como ejemplo, en términos generales, en el sistema bancario los 
bancos actúan como intermediarios realizando operaciones de crédito mediante la recepción y el 
otorgamiento de créditos directos de y hacia los clientes. Esto es, por una parte, el banco capta recursos 
directamente de los ahorradores para posteriormente colocarlos como créditos directos a los prestatarios 
que solicitan los recursos. La Ley de Instituciones de Crédito define al servicio de banca y crédito como la 
captación de recursos del público en el mercado nacional para su colocación en el público, mediante actos 
causantes de pasivo directo o contingente, quedando el intermediario obligado a cubrir el principal y, en su 
caso, los accesorios financieros de los recursos captados. Este servicio únicamente puede ser otorgado por 
las instituciones de banca múltiple o por las instituciones de banca de desarrollo; las primeras son los 
bancos comerciales que operan en el país y las segundas son instituciones del gobierno que se encargan 
de dar apoyo financiero y asesoría a sectores económicos específicos. De tal suerte que el sistema 
bancario en México está compuesto de un grupo de instituciones que se dedican a la captación de recursos 
de los ahorradores y otras instancias, como el gobierno federal, para colocarlos a través de créditos 
directos, tomando el riesgo de sus deudores. Así, dentro de este sistema se encuentran las instituciones de 
banca múltiple y de banca de desarrollo, así como las instituciones del sistema bancario mexicano. En ese 
contexto, quien solicita un préstamo con garantía hipotecaria ante una institución bancaria, encuentra 
respaldo del Estado, pues éste ejerce la rectoría del sistema bancario mexicano, a fin de que las 
instituciones que lo componen orienten fundamentalmente sus actividades a apoyar y promover el 
desarrollo de las fuerzas productivas del país y el crecimiento de la economía nacional. Incluso, el artículo 
86 de la Ley de Instituciones de Crédito establece un ámbito jurídico privilegiado a los integrantes del 
sistema bancario mexicano, en cuanto les reconoce acreditada solvencia y que, por ello, no estarán 
obligados a constituir depósitos o fianzas legales. Estas características que también se encuentran 
reguladas en las demás disposiciones de otras instituciones que integran también al sistema financiero 
mexicano –como las instituciones auxiliares del crédito, entre otras–, son las que permiten entender las 
razones por las cuales, el legislador, en el artículo 50, fracción III, tercer párrafo, referido, presume como 
lícitos los créditos otorgados por instituciones que pertenezcan al sistema financiero mexicano y ello explica 
las causas por las cuales, cuando los créditos que afecten los bienes materia de la acción de extinción de 
dominio provengan de alguna de esas instituciones, a los acreedores no les será extensiva la sentencia 
condenatoria en ese juicio. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA DISTINCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 50, FRACCIÓN III, 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY RELATIVA, PARA EL DISTRITO FEDERAL, ACTUALMENTE 
ABROGADA, PUBLICADA EL OCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO, NO DEBE APLICARSE 
LITERALMENTE. 
 
El proceso legislativo que dio origen a la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal 
actualmente abrogada, publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el ocho de diciembre de 
dos mil ocho, señala el origen y finalidad de la figura de la extinción de dominio. En ese proceso se 
señaló la importancia de los terceros de buena fe que contrataron o entablaron cualquier tipo de 
relación jurídica con las personas contra las que se ejerció la acción de extinción de dominio, a 
quienes se consideró debían protegerse en sus derechos. Derivado de ello, se especificó que la 
sentencia que determine la extinción de dominio también surtía efectos para los acreedores prendarios 
o hipotecarios, o de cualquier otro tipo de garantía prevista en la ley, de los bienes materia del 
procedimiento, atento a la ilicitud de su adquisición; con excepción de las garantías constituidas ante 
una institución del sistema financiero legalmente reconocida y de acuerdo con la legislación vigente. 
Ahora, si bien el artículo 50, fracción III, párrafo tercero, de la citada ley, no es inconstitucional, en 
virtud de que la distinción que hace de los créditos y garantías, según su fuente contractual, se 
sustenta en un criterio válido y objetivo, lo cierto es que ello de ninguna forma, lleva a concluir que esa 
disposición deba aplicarse en forma literal. Así, la acción de extinción de dominio persigue a los bienes 
y no a las personas, por ello no debe pasarse por alto que a quien se priva de los bienes y derechos es 
a una persona, lo cual adquiere especial relevancia ante la posibilidad de que el afectado sea de 
buena fe. El objetivo de la ley es perseguir los bienes de la delincuencia organizada para debilitarla 
económicamente. Lo anterior permite comprender que no es objetivo de esta ley que sea aplicada 
indiscriminadamente a otro tipo de conductas, según manifestó el Constituyente Permanente, es decir, 
la extinción de dominio no debe utilizarse para perjudicar a personas de buena fe. Ello, pues el 
legislador no podría prejuzgar que un crédito involucrado con el inmueble materia de la extinción de 
dominio se contrató ilícitamente, sólo con base en la premisa de que no se otorgó con una entidad del 
sistema financiero mexicano. Interpretación que no podría ser acorde con los principios derivados de 
los artículos 1o. y 22 de la Constitución General, el primero que salvaguarda el derecho de igualdad de 
las personas y el segundo que consagra los fines y principios del juicio de extinción de dominio. Por tal 
motivo no se debe sancionar a los titulares de los créditos y garantías que se hubieren constituido 
respecto del o los bienes materia del juicio de extinción de dominio, por el solo hecho de no pertenecer 
al sistema financiero mexicano, sin antes verificar si esos terceros acreedores obraron o no de mala fe, 
que es el único sustento en el que podría fincarse el que se les hiciera extensiva la sentencia que 
declare procedente la extinción de dominio. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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EXTINCIÓN DE DOMINIO. LA DISTINCIÓN CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 50, FRACCIÓN III, 
PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY RELATIVA, PARA EL DISTRITO FEDERAL, ACTUALMENTE 
ABROGADA, PUBLICADA EL OCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO, DEBE 
INTERPRETARSE CONFORME AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. 
 
El principio de proporcionalidad es un método útil para realizar un análisis ponderado entre derechos 
fundamentales y sirve para resolver conflictos de derechos frente a actos de autoridad, el cual se 
encuentra acuñado en la doctrina y jurisprudencia alemana y ha sido adoptado por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, básicamente, como una exigencia del principio de legalidad o prohibición 
constitucional que exige a las autoridades no actuar en exceso de poder o de manera arbitraria, 
previsto, entre otros preceptos, en el artículo 16 constitucional. Ahora, en el juicio de extinción de 
dominio no sólo se debe proteger a un cierto grupo de terceros –instituciones financieras– cuyo crédito 
esté garantizado con el bien sujeto a ese procedimiento; sino a todo aquel acreedor que, aunque no 
pertenezca al sistema financiero mexicano, hubiere contratado de buena fe, esto es, sin estar enterado 
de la posible comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 22 de la Constitución General 
que se hubiere cometido al interior de ese bien o que éste haya sido producto de ese delito. Luego, la 
interpretación del artículo 50, fracción III, párrafo tercero, de la Ley de Extinción de Dominio para el 
Distrito Federal, actualmente abrogada, publicada el ocho de diciembre de dos mil ocho, conforme al 
principio de proporcionalidad, debe ser en el sentido de que todo derecho de tercero se presume 
realizado de buena fe, por lo que, en todo caso, corresponde a la autoridad ministerial evidenciar y 
demostrar que los créditos otorgados respecto del inmueble materia de extinción de dominio, por 
personas físicas o morales que no pertenezcan al sistema financiero mexicano, se celebraron de mala 
fe, esto es, con pleno conocimiento del hecho ilícito –alguno de los señalados en el artículo 22 de la 
Constitución General– que dio lugar a la extinción de dominio, o con la finalidad de evadir el 
procedimiento de extinción. Esta interpretación armoniza lo previsto en el artículo 50, fracción III, tercer 
párrafo, citado, con las finalidades y principios que rigen el juicio de extinción de dominio, y lo 
dispuesto en el artículo 22 constitucional, a fin de salvaguardar en todo momento la protección a los 
derechos de terceros de buena fe que se vean involucrados con este tipo de procedimientos. Con ello 
se elimina la presunción derivada de la interpretación literal de la referida porción normativa, en el 
sentido de que el legislador implícitamente prejuzga la mala fe de los créditos realizados por terceros 
no pertenecientes al sistema financiero mexicano, respecto del bien inmueble materia de extinción de 
dominio. Ahora bien, para que sea extensiva la sentencia que declare la extinción de dominio a los 
acreedores de créditos que se hayan garantizado con los bienes sujetos a ese juicio y que no 
pertenezcan al sistema financiero mexicano, es indispensable que en el juicio se haya demostrado que 
esos acreedores se condujeron de mala fe. Lo anterior confirma el principio general del derecho 
conforme al cual la buena fe se presume, lo cual, incluso, es acorde con el principio ontológico de la 
prueba, pues lo ordinario es que los contratos se lleven a cabo de buena fe y lo extraordinario es que 
en su celebración exista mala fe, y es por eso que corresponde al Ministerio Público acreditarla. 
Además, el artículo 22 constitucional prevé el derecho de defensa del afectado de buena fe, y ello no 
puede dejarse de aplicar para el tercero que aduce tener un crédito que no pertenezca al sistema 
financiero, pues el hecho de que la Ley de Extinción de Dominio referida, contemple que solamente el 
acreedor del sistema financiero podrá ser eximido de los efectos de la sentencia de extinción, no tiene 
el alcance de privar de la presunción de buena fe a dicho acreedor ni de su derecho de defensa, 
aunado a que, se insiste, esa aparente presunción de mala fe no sería acorde con las finalidades y 
principios del juicio de extinción de dominio. Máxime si una persona física o moral puede cumplir con 
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los requisitos legales e, incluso, fiscales para otorgar, en las condiciones de una institución financiera, 
un crédito hipotecario. Lo anterior se refuerza si consideramos que con relación a los créditos, la ley 
establece ciertos requisitos que habrán de colmarse previamente para, incluso, surtir efectos contra 
terceros. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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EXTINCIÓN DE DOMINIO. EL ARTÍCULO 50, FRACCIÓN III, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY 
RELATIVA, PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADA EN LA GACETA OFICIAL DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO EL OCHO DE DICIEMBRE DE DOS MIL OCHO –ACTUALMENTE ABROGADA–, NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 

Conforme a la citada porción normativa, los créditos y garantías contratados con las instituciones del 
sistema financiero legalmente constituidas gozan de la presunción de licitud por el solo hecho de 
haberse contratado con una institución legalmente regulada para esos fines específicos, dado todo el 
andamiaje legal que regula su actuación, lo que explica la razón por la cual, a este tipo de créditos y 
las garantías que con ese motivo se hayan constituido, no les es extensiva la sentencia que declara la 
extinción de dominio. Si bien el legislador no hace una justificación expresa para establecer la 
distinción en los créditos y garantías, según su fuente contractual; esto es, no se especifica la intención 
ni los motivos que llevaron al legislador a realizar la excepción aludida, ello obedece a que la distinción 
se encuentra en otras disposiciones legales, entre ellas, la Ley de Instituciones de Crédito, en la que 
se hace la descripción y regulación de las instituciones bancarias que forman parte del sistema 
financiero mexicano. Luego, si las instituciones que conforman el sistema financiero mexicano se 
encuentran reguladas por el propio legislador en distintas legislaciones, es evidente que esa sola 
circunstancia integra la presunción en la licitud de la contratación de los créditos y garantías con esas 
instituciones, lo que hacía innecesario que en la Ley de Extinción de Dominio para el Distrito Federal, 
ahora Ciudad de México, abrogada, justificara la distinción que hizo en el artículo 50, fracción III, 
párrafo tercero, del citado ordenamiento. Pues, se insiste, la justificación de esa distinción en los 
créditos y garantías, según su fuente contractual, deriva de la propia regulación legal de las 
instituciones del sistema financiero. Ello es así, pues las instituciones que integran el sistema 
financiero mexicano sólo pueden operar con arreglo a la ley aplicable y deben cumplir, en todas las 
operaciones que lleven a cabo, con los requisitos legalmente exigidos, lo que da seguridad a los 
particulares que realizan operaciones con las instituciones financieras. Esto es, el realizar una 
operación de crédito con una institución del sistema financiero del país, lleva inmersa la presunción de 
que se hizo legalmente, sin la intención de participar en complicidad con un hecho ilícito. Y si bien el 
legislador no prohíbe a las personas –físicas y morales– que no pertenecen al sistema financiero 
mexicano, que otorguen créditos y constituyan garantías reales o de cualquier otro tipo; es evidente 
que al no estar sujetas a regulaciones legales semejantes a las instituciones que conforman el sistema 
financiero, sus operaciones no pueden generar la misma presunción de licitud que las llevadas a cabo 
con éstas. Lo cual no implica, que a priori se pueda prejuzgar sobre la ilicitud o mala fe con la que se 
pudiera haber llevado a cabo la contratación de un crédito y la constitución de una garantía, con una 
persona –física o moral– que no pertenezca al sistema financiero mexicano. De esa forma, el artículo 
50, fracción III, párrafo tercero, citado, no es inconstitucional, pues no viola el principio de igualdad 
previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la 
distinción que realiza de los créditos y garantías, según su fuente contractual, se sustenta en un 
criterio válido y objetivo que, incluso, da certeza y protección a los involucrados, en el sentido de que el 
crédito garantizado con el bien materia del juicio de extinción de dominio, se celebró legalmente y no 
con la finalidad de evitar o evadir la actualización de la figura de extinción de dominio. 
 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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EMPLAZAMIENTO. LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE NO NECESARIAMENTE 
CONLLEVA QUE SE OTORGUE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL AL QUEJOSO, SI 
AQUELLA DILIGENCIA SATISFACE TODOS LOS REQUISITOS LEGALES PARA SU VALIDEZ Y, 
POR ENDE, EL DERECHO DE AUDIENCIA DE LA QUEJOSA. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 149/2000, de rubro: 
"SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL, MERCANTIL Y 
ADMINISTRATIVA. PROCEDE RESPECTO DE LA FALTA O DEL ILEGAL EMPLAZAMIENTO DEL 
DEMANDADO AL JUICIO NATURAL.", estableció que procede la suplencia de la deficiencia de la 
queja cuando en el juicio de amparo se reclame el emplazamiento practicado en el juicio de origen, 
pues su falta o su práctica defectuosa constituye una violación manifiesta a la ley que impide al 
demandado defenderse, por lo que se considera, dada su trascendencia, la infracción procesal de 
mayor magnitud y de carácter más grave. En ese contexto, de la interpretación del artículo 79, fracción 
VI, de la Ley de Amparo, procede la suplencia de los conceptos de violación y de los agravios cuando 
la infracción manifiesta a la ley por parte de la responsable coloca al quejoso o al particular recurrente 
en una situación de seria afectación de sus derechos que, de no corregirse, equivaldría a dejarlo sin 
defensa. Sin embargo, esa suplencia sólo vincula al tribunal de amparo al análisis oficioso e íntegro 
respecto de la legalidad o constitucionalidad del acto reclamado o resolución recurrida, pero la parte 
quejosa o recurrente sólo podrá obtener sentencia favorable a sus intereses cuando el tribunal de 
amparo encuentre que se ha cometido contra el quejoso o particular recurrente una violación evidente 
que lo ha dejado sin defensa, pues no es obligatorio para el juzgador dictar sentencia favorable, aun 
cuando por la naturaleza del acto reclamado procediera la suplencia de la queja. Por lo que, si de ese 
examen oficioso y amplio de la legalidad del emplazamiento reclamado, el juzgador de amparo llega a 
la conclusión de que la referida diligencia satisface todos los requisitos legales para su validez y que, 
por ende, cumple con el derecho de audiencia de la quejosa, es evidente que, en esos casos, no 
existirá razón alguna para conceder la protección de la Justicia Federal, aun cuando se supliera la 
queja deficiente en su favor. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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DIVORCIO INCAUSADO. LA RESOLUCIÓN QUE, ADEMÁS DE DECRETAR LA DISOLUCIÓN DEL 
VÍNCULO MATRIMONIAL, DECIDE TODAS LAS CONSECUENCIAS INHERENTES A AQUÉL, 
CONSTITUYE LA SENTENCIA DEFINITIVA QUE PONE FIN AL JUICIO PARA LA PROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
 
Conforme a lo considerado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 135/2011, de la que derivó la jurisprudencia 1a./J. 
111/2012 (10a.), se establece que si la resolución que se emite en el juicio de divorcio sin causa 
aprueba todas las propuestas realizadas en el convenio correspondiente, inherentes a las 
consecuencias de la disolución del vínculo matrimonial, se da por concluido el juicio y, en 
consecuencia, constituye una sentencia definitiva para efectos de la procedencia del juicio de amparo 
directo; sin embargo, de no aprobarse todas o ninguna de las propuestas, el Juez dictará auto 
definitivo de divorcio, de ser el caso aprobará las cuestiones sobre las que hubo acuerdo y que 
previamente haya calificado de legales, y sobre los puntos que no hubo consenso o respecto de todos 
ellos de no aprobarse ninguno, dejará a salvo los derechos de las partes y ordenará de oficio la 
continuación del procedimiento, supuestos en los cuales, la resolución de divorcio no constituye 
sentencia definitiva por no haber puesto fin al juicio, sino que continuará su tramitación para resolver 
sobre la totalidad de las cuestiones inherentes a la disolución del vínculo matrimonial, por lo que no 
resulta procedente en su contra el amparo directo, conforme a los artículos 34 y 170 de la Ley de 
Amparo. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022444  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.203 A (10a.)  
 

DESTITUCIÓN DEL CARGO DE SERVIDORES PÚBLICOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO. SI DICHA 
SANCIÓN TIENE SU ORIGEN EN LA COMISIÓN DE DELITOS DE CORRUPCIÓN (EXTORSIÓN), ES 
INNCESARIO UN PROCEDIMIENTO FORMAL PARA QUE SE MATERIALICE, AL TRASCENDER AL 
ÁMBITO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO. 
 

Hechos: En amparo directo se reclamó una sentencia de apelación que confirmó el sobreseimiento 
decretado en un juicio contencioso administrativo con base en la causal de improcedencia prevista en el 
artículo 92, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, respecto del acto 
impugnado consistente en la omisión de la autoridad administrativa en sustanciar el procedimiento 
disciplinario mediante el cual se decrete la destitución del actor en el cargo público que desempeñaba. 
Causal de improcedencia que se estimó actualizada, medularmente, porque respecto a la pretensión de 
fondo en cuanto a ordenar su reinstalación, existe cosa juzgada, ya que un tribunal penal lo encontró 
responsable del delito de extorsión y lo sancionó con la destitución del cargo público que desempeñaba, en 
términos del artículo 236, segundo párrafo, del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la comisión de los delitos de 
corrupción, como el de extorsión, tiene consecuencias para el servidor público responsable que trascienden 
al ámbito administrativo disciplinario, como lo es que la destitución del cargo que desempeñaba como 
sanción penal no requiere de un pronunciamiento formal de la administración pública para que se 
materialice. 
 

Justificación: De acuerdo con el artículo 109, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, la comisión de delitos por parte de cualquier servidor público que incurra en hechos de 
corrupción, será sancionada en términos de la legislación penal; por su parte, la diversa fracción III del 
citado precepto prevé que se le aplicarán sanciones disciplinarias por los actos u omisiones que afecten la 
legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deba observar en el desempeño de su empleo, 
cargo o comisión; lo que se conoce como derecho disciplinario e implica diferente sustento y régimen. La 
razón de esta diversidad de instancias punitivas radica en que la naturaleza, fines y objetivos perseguidos 
en ambas regulaciones son distintos; verbigracia, en el derecho penal el objetivo principal es promover el 
respeto a determinados bienes jurídicos tutelados mediante las normas –la vida, la propiedad, etcétera–, 
como medida de última ratio. En cambio, el derecho disciplinario busca la adecuada y eficiente función 
pública, como garantía constitucional en favor de los particulares, al imponer a una comunidad específica –
servidores públicos–, una modalidad de conducta correcta, honesta, adecuada y pertinente a su encargo; 
de ello deriva que, al faltar a un deber o al cumplimiento de dicha conducta correcta, debe aplicarse la 
sanción y se rige por un principio de autonomía, conforme al cual para cada tipo de responsabilidad se 
instituyen órganos, procedimientos, supuestos y sanciones propias. Sin embargo, esa autonomía no 
excluye la convergencia de fines y resultados punitivos, ya que una conducta constitutiva tanto de una falta 
administrativa como de un delito de corrupción, esto es, aquel que implique el abuso de un cargo público 
para obtener beneficios privados, coincide en que lo tutelado es un desvío en la función pública, aunque 
con distintas intensidades de reprochabilidad y daño; de ahí que tratándose de conductas que actualizan los 
supuestos de un delito como el de extorsión y al propio tiempo una falta disciplinaria grave, sus 
consecuencias no podrán apreciarse diferenciadas o sin conexión, sino en sinergia y complementariedad, 
porque su comisión implica reproducir, en lo conducente, el estatus punitivo en el aspecto disciplinario, por 
lo cual deben trascender al ámbito administrativo. 
 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022443  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.4o.A.202 A (10a.)  
 
DESTITUCIÓN DEL CARGO DE SERVIDORES PÚBLICOS DE LA CIUDAD DE MÉXICO. LA 
MATERIALIZACIÓN DE ESA SANCIÓN IMPUESTA POR LA COMISIÓN DEL DELITO DE 
EXTORSIÓN, NO ESTÁ CONDICIONADA A LA EXISTENCIA DE UN PRONUNCIAMIENTO 
FORMAL DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA POR PARTE DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA. 
 
Hechos: En amparo directo se reclamó una sentencia de apelación que confirmó el sobreseimiento 
decretado en un juicio contencioso administrativo con base en la causal de improcedencia prevista en 
el artículo 92, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, respecto del acto 
impugnado consistente en la omisión de la autoridad administrativa en sustanciar el procedimiento 
disciplinario mediante el cual se decrete la destitución del actor en el cargo público que desempeñaba. 
Causal de improcedencia que se estimó actualizada, medularmente, porque respecto a la pretensión 
de fondo en cuanto a ordenar su reinstalación, existe cosa juzgada, ya que un tribunal penal lo 
encontró responsable del delito de extorsión y lo sancionó con la destitución del cargo público que 
desempeñaba, en términos del artículo 236, segundo párrafo, del Código Penal para el Distrito 
Federal, aplicable para la Ciudad de México. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la materialización de la sanción 
de destitución impuesta por la comisión del delito de extorsión, no está condicionada a la existencia de 
un pronunciamiento formal de responsabilidad administrativa por parte de la administración pública de 
la Ciudad de México. 
 
Justificación: En términos del artículo 30, fracción VIII, del código mencionado, dentro del catálogo de 
penas que se pueden imponer por los delitos, se encuentran la destitución e inhabilitación de cargos, 
comisiones o empleos públicos. Por su parte, el precepto 236, segundo párrafo, del mismo cuerpo 
normativo, que tipifica el ilícito de extorsión, establece específicamente como sanción para los sujetos 
activos que actúen como servidores públicos la pena de destitución del empleo, cargo o comisión 
público y la inhabilitación para desempeñar otro, la cual, en términos del artículo 59 del propio código, 
se hace efectiva a partir del día en que cause ejecutoria la sentencia condenatoria. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022441  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XIII.2o.P.T.1 P (10a.)  
 
DELITOS PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO ABROGADA. CUANDO CON UNA SOLA 
CONDUCTA SE COMETAN LOS DESCRITOS EN LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 211 
(AFIRMAR HECHOS FALSOS Y PRESENTAR DOCUMENTOS FALSOS), CONFORME AL 
PRINCIPIO DE CONSUNCIÓN, DEBE OPTARSE POR EL TIPO PENAL DE LA FRACCIÓN II. 
 
El artículo 211, fracción I, de la Ley de Amparo abrogada, sanciona al quejoso que en un juicio de 
amparo, al formular su demanda, afirme hechos falsos u omita los que le consten en relación con el 
amparo, siempre que no se reclamen algunos de los actos a que se refiere el artículo 17. Por su parte, 
la fracción II de aquel precepto, impone la misma condena al quejoso o tercero perjudicado que en un 
juicio de amparo presente testigos o documentos falsos. De ahí que si la conducta atribuida al quejoso 
consiste en que para justificar lo expuesto en su demanda de amparo exhibe documentos que fueron 
considerados falsos, es evidente que lo hizo para justificar hechos falsos, lo cual trae como 
consecuencia que no deba sancionarse por las conductas descritas en ambas fracciones, pues ello 
equivale a recalificar su conducta en contravención al artículo 23 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, cuando con una sola conducta se cometan los delitos descritos 
en las fracciones I y II del artículo 211 mencionado (afirmar hechos falsos y presentar documentos 
falsos), de acuerdo con el principio de consunción, debe optarse por el tipo penal de la fracción II, toda 
vez que la primera conducta descrita se subsume en la descripción típica de dicha fracción II, que es la 
que colma de mejor manera la conducta ilícita del agente, porque ésta no puede apreciarse bajo dos o 
más delitos, que por su relevancia debe ser considerada como aquella que lesiona el bien jurídico 
protegido por la norma legal, en el caso, la veracidad de los hechos y elementos que se aporten en un 
juicio de amparo para una correcta administración de justicia en beneficio de la colectividad. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022440  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.8o.P.35 P (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA. EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEBE VERIFICAR QUE 
EL DEFENSOR DEL QUEJOSO PRIVADO DE LA LIBERTAD HAYA TENIDO UNA INTERVENCIÓN 
TÉCNICA ADECUADA E IDÓNEA PARA EL DESAHOGO DE UNA PREVENCIÓN. 
 
El derecho a una defensa adecuada, previsto en los artículos 20, apartado B, fracción VIII, de la 
Constitución Federal, así como el diverso 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
no se satisface únicamente con el nombramiento de un defensor en el juicio de amparo indirecto, pues 
esta prerrogativa implica que la asesoría proporcionada sea material, lo que obliga a verificar que el 
abogado tenga una actuación diligente, es decir, una intervención técnicamente adecuada que debe 
cumplir un estándar mínimo de diligencia en el cumplimiento de sus deberes profesionales, 
consistentes en proteger y promover los intereses de su defendido. Así, cuando se solicita al quejoso 
privado de su libertad que aclare la demanda de amparo y éste no atiende el requerimiento o lo hace 
de manera inadecuada, el órgano de control constitucional debe verificar que no se haya violado su 
derecho a una defensa adecuada, a través de los lineamientos contenidos en la tesis 1a. CI/2019 
(10a.), de título y subtítulo: "DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. DIRECTRICES A 
SEGUIR PARA EVALUAR SI ESTE DERECHO HA SIDO VIOLADO.", toda vez que resulta necesario 
confirmar que el profesionista designado se haya hecho cargo de asistir al quejoso en el desahogo 
material de la prevención, lo que desde luego no se cumple cuando el defensor se limita a levantar un 
acta en la que consta que brindó asesoría jurídica, pues es claro que su condición de internamiento 
disminuye la posibilidad de ejercer y cumplir con sus prerrogativas y obligaciones procesales de forma 
plena. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022439  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: (V Región)5o.19 P (10a.)  
 
CESACIÓN DE EFECTOS POR SUSTITUCIÓN PROCESAL. PARA QUE SE ACTUALICE DICHA 
CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO 
CONSISTE EN EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, ES INNECESARIO QUE EL TRIBUNAL DE 
ALZADA, EN EL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO EN SU CONTRA, LO REVOQUE O 
MODIFIQUE Y DECRETE AUTO DE LIBERTAD. 
 
De la interpretación de la fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, se obtiene que existen dos 
hipótesis de cesación de efectos del acto reclamado, a saber: a) Por revocación y, b) Por sustitución. 
El segundo supuesto se actualiza cuando los efectos del acto cesan, con motivo de que sobreviene un 
nuevo acto de autoridad que incide en la vigencia y ejecutividad del reclamado, cuya firmeza se da por 
el posterior acto. Por ese motivo, el juicio de amparo resulta improcedente, al actualizarse la segunda 
de las hipótesis respecto del auto de formal prisión dictado por el Juez de primera instancia, cuando 
éste, a su vez, se impugna a través del recurso de apelación, que previo al amparo lo resuelve el 
tribunal de alzada, cuyo sistema recursivo permite pronunciarse sobre el tema a debate, con base en 
la misma legislación en que se sustentó el fallo de primera instancia. Esto es así, porque la resolución 
de segunda instancia incide y sustituye procesalmente los efectos generados por la dictada en primera 
instancia, lo que impide decidir la constitucionalidad del auto de formal prisión inicialmente reclamado. 
Así, para considerar que cesaron los efectos del acto reclamado por sustitución procesal, es 
innecesario que el tribunal de alzada tenga que decretar auto de libertad, pues aun cuando se confirme 
o modifique el de primera instancia, los efectos del acto cesan, en razón de que son cancelados 
jurídicamente, y aunque materialmente sigan produciéndose consecuencias semejantes a las 
derivadas del acto reclamado, ahora éstas tienen su origen en el nuevo pronunciamiento, en razón de 
que la determinación de la situación jurídica depende de la decisión de segunda instancia, la cual dio 
firmeza a la anterior, y la sustituyó. Sin que ello implique un cambio en la situación jurídica de la 
persona, pues sigue teniendo la misma que ostentaba, aunque ahora con carácter de definitiva. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022437  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a. L/2020 (10a.)  
 
CASTIGOS CORPORALES. SU INCIDENCIA EN LA ASIGNACION DE LA GUARDA Y CUSTODIA, SE 
DEBE DETERMINAR EN CADA CASO, EN FUNCIÓN DEL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR DE 
EDAD. 
 
Hechos: El padre de un menor de edad en la primera etapa de la infancia, demandó en su favor el cambio 
de la guarda y custodia de su hijo, en virtud de que la madre ejerció sobre éste actos de violencia física 
(golpe en la espalda con un cable). El órgano de amparo estimó que se trató de un acto aislado, realizado 
como una medida correctiva disciplinaria justificada, que no encuadraba en la definición de castigo corporal 
conforme a la doctrina del Comité de los Derechos del Niño. Juzgado el caso, en el contexto de separación 
de los progenitores, se determinó que el episodio de violencia no incidía en la decisión y se estimó que la 
guarda y custodia del niño la debía ejercer la madre, por ser lo más benéfico a su interés superior. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
asignación de la guarda y custodia de un menor de edad frente a un incidente de maltrato corporal, debe 
decidirse atendiendo a todas las circunstancias del caso y en función del interés superior del menor de 
edad; es decir, el acto o actos de violencia física no conducen en automático a negar la función de la 
guarda y custodia al progenitor que ejerció la violencia para otorgarla al otro, sino que se deben ponderar 
todos los elementos del caso, para garantizar que la decisión sobre quién ejercerá sus cuidados y quién 
mantendrá un régimen de convivencia con él, sea el escenario de mayor beneficio para el menor de edad.  
 
Justificación: En la Observación General No. 8 del Comité de Derechos de los Niños, éste señaló que el 
principio de protección de los niños contra la agresión, incluida la que tiene lugar en la familia, no significa 
que en todos los casos en que salga a la luz el castigo corporal de los infantes por sus padres, ello tenga 
que traducirse necesariamente en el enjuiciamiento de éstos, o en la intervención oficial de la familia, pues 
conforme al principio de minimis, las agresiones de menor cuantía no conducirán a esos resultados de 
enjuiciamiento o intervención, pues el objetivo es poner fin al empleo de la violencia por parte de los padres 
hacia los hijos, mediante intervenciones de apoyo y educativas, no punitivas, y en la mayoría de los casos, 
no es probable que el enjuiciamiento de los padres o la intervención oficial de la familia, redunde en el 
interés superior de los menores de edad. Por ello, esas medidas deben tener lugar sólo cuando se 
considere necesario para proteger al niño contra algún daño importante y cuando vaya en el interés 
superior del menor de edad afectado. Por su parte, en la Observación General No. 13 dicho Comité señaló 
que "la frecuencia", "la gravedad del daño" y "la intención de causar daño", no son elementos exigibles para 
poder considerar que se actualicen actos de violencia contra el menor de edad, pero pueden ser tenidos en 
cuenta como factores para establecer cuál debe ser la estrategia de intervención más eficaz, a fin de dar 
respuestas proporcionales que tengan en cuenta el interés superior del menor de edad. Con esa base, esta 
Primera Sala considera que ante situaciones familiares que involucren actos de violencia física contra los 
menores de edad, los juzgadores están constreñidos a ponderar todas las circunstancias y elementos del 
caso, para decidir de qué manera esos eventos de violencia pueden incidir en la decisión sobre la 
asignación de la guarda y custodia, sin perder de vista que en todo momento se debe buscar el mayor 
beneficio de los menores de edad, conforme a su interés superior. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022436  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil, Constitucional)  
Tesis: 1a. XLIX/2020 (10a.)  
 
CASTIGO CORPORAL COMO MÉTODO DE DISCIPLINA. LOS MALTRATOS Y AGRESIONES FÍSICAS 
CONTRA MENORES DE EDAD, SEAN LEVES, MODERADOS O GRAVES, SON CONTRARIOS A SU 
DIGNIDAD HUMANA Y VULNERAN SU DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL. 
 
Hechos: El padre de un menor de edad en la primera etapa de la infancia, demandó en su favor el cambio de la 
guardia y custodia de su hijo, en virtud de que la madre ejerció sobre éste actos de violencia física (golpe en la 
espalda con un cable). El órgano de amparo estimó que se trató de un acto aislado, realizado como una medida 
correctiva disciplinaria justificada, que no encuadraba en la definición de castigo corporal conforme a la doctrina 
del Comité de los Derechos del Niño. Juzgado el caso, en el contexto de separación de los progenitores, se 
determinó que la guarda y custodia del niño la debía ejercer la madre. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el maltrato físico, 
sea leve, moderado o grave, que tenga por objeto causar cierto grado de dolor o malestar, o cualquier castigo 
que busque menospreciar, humillar, denigrar, amenazar, asustar o ridiculizar al menor de edad, constituye un 
castigo corporal y/o un trato cruel y degradante, que resulta incompatible con la dignidad y los derechos de los 
menores de edad a su integridad personal y a su sano desarrollo integral; por lo que la erradicación del castigo 
corporal y los tratos crueles y degradantes es una necesidad apremiante en nuestra sociedad, que vincula a no 
justificar tales conductas como método correctivo o de disciplina para la niñez, en ningún ámbito. 
 
Justificación: En nuestro derecho interno, el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos reconoce el derecho de la niñez a un sano desarrollo integral, y en consonancia con ello, la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su artículo 13, fracciones VII y VIII, reconoce los 
derechos de los menores de edad a vivir en condiciones de bienestar y a un sano desarrollo integral, así como a 
vivir una vida libre de violencia y a la integridad personal; mientras que el precepto 103 de la misma ley obliga a 
quienes ejercen la patria potestad, a protegerles contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño, 
agresión, abuso, venta, trata de personas y explotación. De igual manera, en el corpus iuris internacional, entre 
otras fuentes, la Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 19, establece el derecho del infante a 
ser protegido contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 
explotación, incluido el abuso sexual, mientras éste se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 
representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. Al respecto, el Comité de los Derechos 
del Niño de la Organización de las Naciones Unidas en sus Observaciones Generales No. 8 y No. 13, definió al 
castigo corporal o físico como "todo castigo en el que se utilice la fuerza física y tenga por objeto causar cierto 
grado de dolor o malestar, aunque sea leve". Lo anterior da cuenta de que los menores de edad deben gozar de 
una protección reforzada respecto de su integridad personal (psico-física) en orden a su sano desarrollo integral, 
que exige no justificar como método de corrección o disciplina, el uso deliberado y punitivo de la fuerza para 
provocarles dolor, molestia, humillación, o cualquier otra forma violenta, cruel o degradante con ese fin. 
Asimismo, "la frecuencia", "la gravedad del daño" y "la intención de causar daño", no son requisitos previos de las 
definiciones de violencia. Ello no significa rechazar el concepto positivo de disciplina promoviendo formas de 
crianza positivas, no violentas y participativas. Esta Primera Sala es consciente de esta problemática sobre el 
castigo corporal y los tratos crueles y degradantes a niñas, niños y adolescentes, particularmente en México, 
donde históricamente se ha normalizado y aceptado tanto en los ámbitos familiares como de educación y 
readaptación de la infancia, lo que ha tenido consecuencias directas en la forma de asimilar la violencia que se 
vive en este país. Por lo que, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce como 
apremiante la necesidad de erradicación de esas formas de disciplina. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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COSA JUZGADA. SE ACTUALIZA EN UN JUICIO EN RAZÓN DE LA SENTENCIA FIRME EMITIDA 
EN OTRO, CON INDEPENDENCIA DE LAS FECHAS DE SU INICIO. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado en jurisprudencia, que la ejecución 
íntegra de una sentencia sólo se alcanza en la medida en que la cosa juzgada se instituye en el 
ordenamiento jurídico como resultado de un juicio regular que ha concluido en todas sus instancias, 
llegando al punto en que lo decidido ya no es susceptible de discutirse. En ese contexto, lo 
determinante para la actualización de la cosa juzgada –directa o refleja– es lo sentenciado con 
anterioridad en un juicio, por lo que carece de importancia cuál procedimiento inició antes, pues lo que 
debe ser primero en tiempo es la sentencia firme, ya que tal firmeza origina la imposibilidad de resolver 
sobre lo pedido en el juicio que aún no ha sido resuelto, con independencia de que éste se haya 
instado antes que aquél, y que por el trámite procesal seguido por uno y otro, haya sido el segundo el 
que alcanzó antes la sentencia ejecutoria. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CONFESIÓN FICTA. PARA SU EXISTENCIA Y EFICACIA NO SE REQUIERE DE DECLARATORIA 
JUDICIAL EXPRESA EN EL CURSO DEL PROCEDIMIENTO NI QUE ÉSTA SEA SOLICITADA POR 
PARTE INTERESADA (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
La confesión ficta de los hechos de la demanda produce una presunción que, de no encontrarse 
contradicha por prueba en contrario, puede alcanzar eficacia demostrativa. No obstante, esa eficacia 
demostrativa no debe entenderse en el sentido de que por la sola confesión ficta derivada de no haber 
contestado la totalidad o algunos de los hechos de la demanda, queden demostradas las pretensiones 
de la parte actora, pues lo único que se probaría, en su caso, es la aceptación, por parte del 
demandado, de ser ciertos los hechos que no contestó. Además, el indicio que genera la confesión 
ficta, por no contestar todos o algunos de los hechos de la demanda, aun no desvirtuado por prueba 
en contrario, no puede ser eficaz para tener por acreditados aquellos hechos o actos jurídicos que, 
conforme a la ley, deba demostrarse su existencia por medios específicos. El artículo 266 del Código 
de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, establece que si 
al dar contestación a la demanda, el demandado no se refiere a cada uno de los hechos aludidos por 
el actor, confesándolos o negándolos y expresando los que ignore por no ser propios, se tendrán por 
fictamente confesados por el referido demandado, y esa confesión ficta se podrá tomar en 
consideración en cualquier estado del juicio, aun en la sentencia definitiva. El mismo precepto dispone 
que se tendrán por confesados los hechos sobre los que se guardó silencio o que se evadió la 
contestación, hecha excepción cuando se trate de asuntos que afecten las relaciones familiares, el 
estado civil de las personas y en los casos en que el emplazamiento se hubiere hecho por edictos, 
pues en estos últimos supuestos y de acuerdo con lo previsto en el artículo 271, último párrafo, del 
mismo ordenamiento procesal, los hechos se tendrán por contestados en sentido negativo. Cobra 
relevancia lo dispuesto por el citado artículo 271, pues complementa lo establecido en el diverso 266, 
al señalar el primero que transcurrido el plazo fijado en el emplazamiento, sin que la demanda haya 
sido contestada, el juzgador, sin necesidad de que medie petición de parte, procederá a declarar 
rebelde al demandado. De igual forma, el último párrafo del artículo 271 invocado, establece que salvo 
los casos –que afecten las relaciones familiares, el estado civil de las personas y cuando el 
emplazamiento se hubiere hecho por edictos–, se presumirán confesados los hechos de la demanda 
que se dejen de contestar. Ahora bien, del examen gramatical de los referidos preceptos se evidencia 
que el legislador claramente reguló que la consecuencia para el caso de que el demandado no 
conteste todos o algunos de los hechos de la demanda, es tenerlo confesando fictamente esos 
hechos; salvo los casos de excepción mencionados y que ésta se actualiza por ministerio de ley, por el 
solo hecho de que el demandado se ubique en los supuestos de las normas referidas; de ahí que para 
la existencia y eficacia de esa confesión no se requiere de declaratoria judicial expresa en el curso del 
procedimiento, y menos que sea solicitada por parte interesada. Además, se advierte que el legislador 
no estableció como carga procesal del actor el que éste tuviera que solicitar al juzgador que se declare 
la rebeldía del demandado, para el caso de que no contestara la demanda, y tampoco dispuso en 
forma expresa que el actor tuviera que solicitar se declarara confeso al demandado de los hechos que 
dejare de contestar. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CONFESIÓN FICTA. LA DERIVADA DE NO CONTESTAR TODOS O ALGUNOS DE LOS HECHOS 
DE LA DEMANDA, NO NECESARIAMENTE PRODUCE PLENA EFICACIA DEMOSTRATIVA DE LA 
ACCIÓN INTENTADA. 
 
El hecho de que la parte demandada haya dejado de contestar todos o algunos de los hechos de la 
demanda sólo vincula al juzgador a valorar esa confesión ficta en forma concatenada con las demás 
pruebas que obren en el juicio de origen, pero ello no significa que aquél se encuentre obligado a 
declarar procedente la acción intentada; pues la confesión ficta derivada de la falta de contestación a 
la demanda o respecto de aquellos hechos que la parte demandada no haya dado contestación 
produce una presunción que puede ser desvirtuada por cualquiera de las demás pruebas rendidas en 
el juicio. Esto significa, de una manera general –salvo los casos en que la ley o la jurisprudencia 
determinen lo contrario–, que si la confesión ficta no se desvirtúa, la presunción que produce 
ordinariamente es suficiente para acreditar la acción intentada. Por tanto, la eficacia de la confesión 
ficta, para que con base en ella se declare la procedencia de la acción intentada, depende, en cada 
caso concreto, de: I. Qué es lo que se quiere demostrar. II. A quién se imputan los hechos respecto de 
los que se actualizó la confesión ficta. III. El tipo de acción que se intenta; y IV. La repercusión que el 
acogimiento de la acción, basado sólo en la confesión ficta de la parte demandada, pudieran tener en 
personas ajenas al juicio. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. CUANDO SE SUSTENTA EN UN CONTRATO DE 
ADHESIÓN DE AUTOFINANCIAMIENTO NO ES APLICABLE LA CLÁUSULA RELATIVA 
[APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 1/2019 (10a.)]. 
 
De la jurisprudencia 1a./J. 1/2019 (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA POR SUMISIÓN 
EXPRESA. LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 1093 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO 
RESULTA APLICABLE A LAS CLÁUSULAS ESTIPULADAS EN CONTRATOS BANCARIOS DE 
ADHESIÓN CUANDO SE ADVIERTA VULNERACIÓN A LA GARANTÍA DE ACCESO A LA 
IMPARTICIÓN DE JUSTICIA.", se advierte que ahí se estableció que tratándose de contratos de 
adhesión bancarios, no resulta aplicable la regla de sumisión expresa prevista en el artículo 1093 del 
Código de Comercio, a la cláusula de competencia contenida en un contrato de esa naturaleza. Ahora 
bien, del contenido de las consideraciones de la ejecutoria que le dio origen, se arriba a la convicción 
de que resulta aplicable analógicamente a otros contratos de adhesión, en donde impera una asimetría 
de poder entre los contratantes. Es así, pues del análisis del citado criterio jurisprudencial, se advierte 
que si bien ahí se analizan en particular los contratos bancarios de adhesión, lo cierto es que también 
se dilucida la eficacia y alcance de los contratos de adhesión en general; por lo que debe considerarse 
un criterio temático, en atención a la materia de la contradicción, por tanto, es aplicable a las empresas 
que operan sistemas de comercialización mediante la integración de grupos de consumidores, en tanto 
que utilizan contratos de adhesión en sus operaciones con los consumidores como, incluso, se 
estableció en dicha jurisprudencia, en donde se señaló que las consideraciones de la ejecutoria eran 
aplicables indistintamente a los contratos de consumo y a las convenciones financieras o bancarias; de 
tal suerte que la circunstancia de que en la contradicción de tesis se hubieren analizado 
exclusivamente contratos bancarios de adhesión, no da lugar a que el criterio interpretativo acerca de 
la naturaleza de los contratos de adhesión en general, resulte inaplicable respecto de otros contratos 
de esa naturaleza, tales como los contratos de consumo o de prestación de servicios de otra índole 
(como el de autofinanciamiento), en donde esté inmersa la cláusula de sumisión expresa, en tanto que 
la referencia a los contratos bancarios, se trata de una cuestión accidental de la materia de la 
contradicción de tesis, pero lo relevante es que lo que ahí se analizó fue la naturaleza de los contratos 
de adhesión y la desigualdad que existe entre las empresas que por el gran volumen de contratos que 
celebran, y por su posición de ventaja económica, utilizan ese formato en las operaciones con los 
clientes, por lo que al tenor de ello, resultará aplicable a todas aquellas que en principio, utilicen 
contratos de adhesión y, además, reúnan las demás características que se aluden en la jurisprudencia 
citada. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

h
tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
  

Época: Décima Época  
Registro: 2022428  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VIII.1o.C.T.6 K (10a.)  
 
AMPARO ADHESIVO. EL CODEMANDADO DEL QUEJOSO PRINCIPAL CUENTA CON 
LEGITIMACIÓN PARA PROMOVERLO CUANDO UNA PARTE DEL ACTO RECLAMADO LE 
FAVORECE EN SU ESFERA JURÍDICA. 
 
Del artículo 182 de la Ley de Amparo, se obtiene que la demanda en la vía adhesiva podrá 
promoverse por la parte que haya obtenido sentencia favorable, así como por aquella que tenga 
interés jurídico en que subsista el acto reclamado, la cual se tramitará y resolverá en una sola 
sentencia. En ese sentido, cuando del acto reclamado se advierta que una parte considerativa le 
favorece al codemandado del quejoso principal, por haber sido condenado en favor del adherente en el 
mismo procedimiento, es incuestionable que existe un interés distinto para que subsista el acto 
reclamado en cuanto a esa condena; de ahí que por ese motivo, esa parte procesal cuente con 
legitimación para promover la demanda en dicha vía. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ADULTOS MAYORES. LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD OCASIONADA POR LA 
DISMINUCIÓN DE LA MOTRICIDAD Y LA PÉRDIDA DE LAS CAPACIDADES COGNITIVAS 
DERIVADAS DE LA AVANZADA EDAD DE LAS PERSONAS, OBLIGA A QUE EN JUICIO SE LES 
TENGA CONSIDERACIÓN ESPECIAL, A EFECTO DE LLEVAR SU DEFENSA EN UN PLANO DE 
IGUALDAD. 
 
En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, con la participación de la Secretaría de Desarrollo 
Social, la Secretaría de Gobernación y el Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores, se 
desarrolló el Programa Nacional Gerontológico 2016-2018, con la finalidad de reunir los objetivos, 
estrategias y acciones encaminadas a proporcionar el desarrollo humano integral de las personas 
adultas mayores, para brindarles las oportunidades necesarias para alcanzar un nivel de vida digno y 
sustentable. El citado estudio arrojó datos respecto a la dependencia disfuncional de terceros, dado el 
deterioro que sufren las personas adultas mayores. A ese respecto, se señaló que existe un deterioro 
natural de la salud de las personas adultas mayores, con relación a otros grupos de edad más jóvenes, 
caracterizado por una disminución de la motricidad y la pérdida de sus capacidades cognitivas 
derivadas de la avanzada edad. Además, se precisó que la exclusión social de dichas personas, los 
ingresos insuficientes y las elevadas tasas de vulnerabilidad por carencias sociales aceleran ese 
proceso natural y aumentan su dependencia funcional. Se adujo que se debe considerar que el 
deterioro cognitivo y la disminución de la motricidad traen aparejados problemas sociales y 
económicos que impactan en la dependencia de las personas adultas mayores con terceros y generan 
costos de asistencia médica y social, siendo más vulnerables las personas con menos recursos o que 
viven en las zonas menos afluentes –Organización Mundial de la Salud, dos mil dieciséis– y, por lo 
tanto, las personas aquejadas y aquellas a quienes las asisten necesitan apoyo sanitario, social, legal 
y económico. Se establece que según la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición –ENSANUT, dos mil 
doce–, las limitaciones asociadas con discapacidad para personas adultas mayores aumentan con la 
edad. Lo anterior pone de relieve que, a mayor edad, aumenta la disminución de la motricidad y la 
pérdida de las capacidades cognitivas de las personas, por lo que es claro que en una persona de muy 
avanzada edad –más de noventa años– por el proceso natural del envejecimiento, existe una 
presunción grave de que se encuentra disminuida en dichas capacidades. Ahora bien, la consideración 
especial hacia los derechos de las personas mayores ha sido garantizada no sólo en la legislación 
local y federal del país sino, además, en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante 
organismos internacionales. Estas recomendaciones y acuerdos sobre los derechos de la tercera edad 
están basados en las premisas fundamentales establecidas por documentos como la Carta de las 
Naciones Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos. Asimismo, en diversas 
recomendaciones, observaciones, asambleas y conferencias desarrolladas a nivel internacional, 
también se consagran los derechos de los adultos mayores conforme a sus intereses, necesidades y 
condiciones de vida particulares; protección que también se advierte de la Ley de los Derechos de las 
Personas Adultas Mayores de la Ciudad de México. Las citadas disposiciones adquieren particular 
relevancia, pues no puede pasar inadvertido que el artículo 1o. constitucional determina que las 
normas relativas a derechos humanos se interpretarán de conformidad con lo establecido en la propia 
Carta Fundamental y con los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. En esa tesitura, si se aprecia que una persona no sólo es adulta 
mayor –calidad que se adquiere al cumplir sesenta años de edad–, sino que cuenta con una muy 
avanzada edad –más de noventa años–, existe una grave presunción de que su capacidad motora y 
cognitiva se encuentra disminuida, por lo que el juzgador debe tener en cuenta la consideración 
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especial que hacia sus derechos ha sido garantizada tanto en la legislación local y federal del país 
como en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante organismos internacionales. Lo cual 
también lleva a presumir que la capacidad de defensa de esa persona adulta mayor está disminuida, 
pues existe la presunción grave de que sus capacidades físicas y cognitivas se encuentran 
disminuidas en comparación con personas de menor edad, lo que obliga a que en juicio se les tenga 
consideración especial, a efecto de llevar su defensa en un plano de igualdad. Por ello, la apreciación 
de la litis, la interpretación de las normas aplicables y la valoración de las pruebas ofrecidas debe 
hacerse en seguimiento de los principios emanados de las normas internacionales y legales 
mencionadas. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ACOSO SEXUAL. PARA LA ACREDITACIÓN DEL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 179 DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO 
ES NECESARIO CORROBORAR LA FINALIDAD DE LA CONDUCTA, PUES NO ES UN 
ELEMENTO INTEGRANTE DEL TIPO PENAL. 
 
La conducta de naturaleza sexual a que alude el tipo penal de acoso sexual, previsto en el artículo 179 
del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, puede tener una 
finalidad lasciva (como tradicionalmente se ha entendido el elemento subjetivo distinto al dolo en los 
delitos sexuales), o bien, implicar una intencionalidad diversa, que esté vinculada a un ánimo de 
ofender, importunar, molestar, manifestar poder de subordinar o denigrar a la víctima; no obstante, la 
finalidad particular del sujeto activo no es relevante para la actualización del delito en trato, toda vez 
que su configuración normativa no requiere elemento subjetivo específico alguno, sino que la conducta 
desplegada debe ser apreciada objetivamente, en cuyo caso resulta trascendente que ésta tenga un 
carácter sexual, al margen de que su comisión haya sido motivada por ese ánimo lascivo o cualquier 
otro, siempre que resulte indeseable para la víctima y tenga como resultado un daño o sufrimiento 
psicoemocional que lesione su dignidad. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ACOSO SEXUAL. PARA ADVERTIR LA CONNOTACIÓN SEXUAL DE LA CONDUCTA 
REQUERIDA POR EL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 179 DEL CÓDIGO PENAL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, ES OBLIGACIÓN DE LOS 
JUZGADORES ATENDER, CON PERSPECTIVA DE GÉNERO, AL CONTEXTO SOCIAL EN EL 
QUE OCURRIÓ EL HECHO. 
 
De conformidad con la doctrina jurisprudencial que para juzgar con perspectiva de género ha 
desarrollado la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es obligación de los juzgadores identificar las 
conductas o problemáticas sociales que afectan a las mujeres, que se manifiestan en la discriminación 
que de hecho o de derecho pueden sufrir, y en la violencia que, históricamente, han padecido. Con 
base en esa premisa, para atribuir naturaleza sexual a la conducta que alude la descripción típica del 
artículo 179 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, resulta 
especialmente relevante tomar en consideración el contexto social en el que ocurrió el hecho concreto, 
a fin de visibilizar si la situación de violencia o discriminación de género incide en la forma de aplicar el 
derecho al caso concreto. Así, la conducta de videograbar alguna parte específica del cuerpo de una 
mujer en el transporte público, sin su consentimiento, no debe ser percibida de forma aislada, sino a 
partir del contexto generalizado de violencia hacia las mujeres en espacios públicos, a fin de apreciar 
su connotación sexual y tener por actualizado el delito de acoso mencionado. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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ACOSO SEXUAL. EL DELITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 179 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 
DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO ES CONTRARIO AL 
PRINCIPIO DE TAXATIVIDAD, PUES EL ELEMENTO NORMATIVO RELATIVO A QUE LA 
CONDUCTA DEBE SER "DE NATURALEZA SEXUAL" SE DOTA DE CONTENIDO A TRAVÉS DE 
UNA VALORACIÓN CULTURAL. 
 
El principio de taxatividad, inmerso en el párrafo tercero del artículo 14 constitucional, ha sido 
interpretado por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como la exigencia de 
que los textos en los que se recogen las normas sancionadoras describan con suficiente precisión las 
conductas que están prohibidas y las penas que se impondrán a quienes incurran en ellas. Así, el 
delito de acoso sexual, previsto en el artículo 179 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, al contemplar que la conducta típica debe ser "de naturaleza sexual", no 
genera incertidumbre entre los gobernados, pues dicho concepto normativo es susceptible de ser 
conocido a través de una valoración cultural. En ese tenor, la sexualidad humana engloba una serie de 
condiciones culturales, sociales, anatómicas, fisiológicas, emocionales, afectivas y de conducta, 
relacionadas con el sexo y el género, que caracterizan de manera decisiva al ser humano en todas las 
fases de su desarrollo. Asimismo, es una parte integral de la personalidad de todo ser humano, y su 
desarrollo pleno depende de la satisfacción de las necesidades humanas básicas, como el deseo de 
contacto, la intimidad, la expresión emocional, el placer y el afecto. Entonces, de la lectura del tipo 
penal se puede advertir, con la suficiencia necesaria, que la conducta prohibida por el legislador es 
aquella que implique un acto de molestia para quien la recibe, en un contexto en el que ello involucre 
la lesión de cualquiera de los ámbitos que integran la sexualidad humana o que, en sí misma, 
constituya una expresión de tipo erótico o sexual. Por ello, la descripción típica en comento no resulta 
violatoria del principio de exacta aplicación de la ley penal, en su vertiente de taxatividad, pues se 
advierte que cumple con el grado de determinación necesario del hecho que es objeto de prohibición, 
de forma tal, que dota de certeza jurídica a su destinatario. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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